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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Las novedades normativas se refieren a las publicadas en los correspondientes ,Boletines Oficiales entre el 1 de mayo y el 30 de octubre de 2010.

1. ESTADO.

- Real Decreto 903/2010, de 9 de julio, de evaluación y gestión de riesgos de inundación. (BOE núm. 171, de 15 de julio.).

Este Real Decreto tiene como principales objetivos obtener un adecuado conocimiento y evaluación de los riesgos asociados a las inundaciones y lograr una actuación coordinada de todas las administraciones públicas y la sociedad para reducir las consecuencias negativas de las mismas.

Regula los procedimientos para realizar la evaluación preliminar del riesgo de inundación, los mapas de peligrosidad y riesgo y los planes de gestión de los riesgos de inundación en todo el territorio español.

El Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de suelo, establece en su articulado la necesidad de incluir en los instrumentos de ordenación territorial, mapas de riesgos naturales y la realización de informes por parte de las administraciones hidrológicas en relación con la protección del dominio público hidráulico y marítimo- terrestre, así como sobre el deslinde de las costas.

En particular, se determina ex lege la clasificación como suelo rural de todo aquel que sea susceptible de albergar riesgos de inundación. Se exige la prevención de dichos riesgos, tanto a las administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo en la ordenación que hagan de los usos del suelo, como a los propietarios de los terrenos respecto del deber de conservación de los mismos.

El Ministerio de Medio Ambiente y Medio rural y marino, el Ministerio del Interior, las Comunidades Autónomas y las Administraciones Locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, asumen el impulso y desarrollo general de la evaluación y gestión del riesgo de inundaciones, actuando como promotores de la cooperación interadministrativa en esta materia.

En el capítulo V se regula la coordinación, información y consulta pública estableciendo el artículo 14 la coordinación con los planes hidrológicos de cuenca y el artículo 15 con otros planes. En este último artículo se dispone que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, en la ordenación que hagan de los usos del suelo, no podrán incluir determinaciones que no sean compatibles con el contenido de los planes de gestión del riesgo de inundación y reconocerán el carácter rural de los suelos en los que concurran dichos riesgos de inundación o de otros accidentes graves. 

En el Anexo del Real Decreto se fija el contenido de los planes de gestión de riesgo por inundación. Entre el conjunto de programas de medidas, tanto preventivas como paliativas, estructurales o no estructurales se recogen las que deben adoptarse en relación con la ordenación territorial y urbanística que deben incluir, al menos, las limitaciones a los usos del suelo planteadas para la zona inundable en sus diferentes escenarios de peligrosidad, los criterios empleados para considerar el territorio como no urbanizable, y los criterios constructivos exigidos a las edificaciones situadas en zona inundable. Asimismo, debe recoger las medidas previstas para adaptar el planeamiento urbanístico vigente a los criterios planteados en el plan de gestión del riesgo de inundación, incluida la posibilidad de retirar construcciones e instalaciones existentes que supongan un riesgo grave, entendiéndose implícita la utilidad pública en caso de expropiación. 

- Real Decreto 100/2010, de 5 de agosto, sobre visado colegial obligatorio. (BOE núm. 190, de 6 de agosto).

La Disposición transitoria tercera de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, preveía que en el plazo máximo de cuatro meses desde su entrada en vigor, el Gobierno aprobaría un real decreto que estableciera que visados serían exigibles, de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de colegios profesionales. A su vez, la disposición final de la Ley 2/1974 autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación de la misma. 

De acuerdo con la habilitación legal prevista se dicta este real decreto en el que se determinan los trabajos profesionales que, por quedar acreditado su necesidad y proporcionalidad entre otras alternativas posibles, obligatoriamente deben obtener el visado colegial, como excepción a la libertad de elección del cliente.

Lo dispuesto en este decreto no obsta para que puedan existir otros trabajos profesionales que se sometan a visado colegial cuando así lo solicite voluntariamente el cliente, incluida la administración pública cuando actúe como tal. 

Por otra parte, cabe destacar que lo previsto en la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, y lo establecido en este decreto que se dicta en su desarrollo, no afecta a la capacidad que tienen las administraciones públicas, en ejercicio de su autonomía organizativa y en ámbito de sus competencias, para decidir caso por caso para un mejor cumplimiento de sus funciones, establecer con los colegios profesionales u otras entidades los convenios o contratar los servicios de comprobación documental, técnica o sobre el cumplimiento de la normativa aplicable que consideren necesarios relativos a los trabajos profesionales.

El artículo 2 establece, con carácter exclusivo y excluyente, cuáles son los trabajos profesionales concretos que tienen que obtener obligatoriamente el visado colegial, entre ellos están:

- los proyectos de ejecución de la edificación. A estos efectos se entiende por edificación lo previsto en el artículo 2.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de la edificación, es decir, la acción y el resultado de construir un edificio de carácter permanente, público o privado, cuyo uso principal esté comprendido en los grupos que define dicho precepto (residencial, administrativo, etc.). La obligación de visado alcanza a aquellas obras que requieran proyecto de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.2 de la misma ley.

- el certificado de final de obra de edificación; que debe incluir la documentación prevista en el anexo II.3.3 del CTE.

- el proyecto de ejecución de la edificación y certificado final de obra en los procedimientos administrativos de legalización y,

- los proyectos de demolición.

El artículo 3 obliga al visado aunque el trabajo sea realizado mediante proyectos parciales, mientras que el artículo 4 fija como excepción a la obligación de visar, el caso en el que el trabajo profesional deba presentarse ante una oficina de supervisión de proyectos de la administración pública competente.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAIS VASCO

- Edicto relativo a la publicación de la sentencia firme dictada por el TSJPV en el recurso contencioso administrativo nº 1692/2008, por la que se declara la nulidad del anexo I del Decreto 105/2008, de 3 de junio, de medidas urgentes en desarrollo de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de suelo y urbanismo. (BOPV núm. 92, de 19 de mayo).

El recurso de interpuso por el Ayuntamiento de Bakio y en esta sentencia se declara la nulidad del anexo I, en cuanto incluye a Bakio dentro de los municipios obligados a aplicar el estándar de vivienda protegida.

- Orden de 29 de marzo de 2010, del Consejero de Vivienda, Obras Públicas y Transportes, sobre realojo derivado de actuaciones aisladas no expropiatorias realizadas por las administraciones municipales de la  Comunidad Autónoma del País Vasco. (BOPV núm. 98, de 26 de mayo).

El objeto de esta Orden es el desarrollo de la disposición adicional segunda 1. c) de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de suelo y urbanismo en relación con el artículo 36 del Decreto 39/2008, sobre régimen jurídico de viviendas de protección pública y medidas financieras en materia de vivienda y suelo, y con el artículo 23 del Decreto 105/2008, de 3 de junio, de medidas urgentes de desarrollo de la ley, referentes al derecho de realojo en actuaciones aisladas no expropiatorias.

Se declara aplicable el régimen previsto para los realojos urbanísticos en el Decreto 39/2008 a las actuaciones aisladas no expropiatorias, siendo necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: la previa declaración municipal de que una determinada vivienda o viviendas situadas en un mismo inmueble están incluidas en una operación aislada no expropiatoria para su demolición a efectos del derecho de realojo; el consentimiento expreso de los afectados, que debe acreditarse mediante la suscripción de los convenios de realojo entre el promotor de la actuación y las personas afectadas por la misma y, por último, la comunicación conjunta a la Delegación Territorial correspondiente del Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes del Gobierno Vasco tanto de la declaración municipal como de los convenios de realojo.

B) CATALUÑA

- Decreto 68/2010, de 25 de mayo, sobre tramitación y aprobación de los documentos reconocidos del Código Técnico de la Edificación y del Registro general del Código Técnico de la Edificación. (DOGC núm. 5638, de 28 de mayo).

El artículo 3.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de la edificación, establece que las exigencias del Código Técnico de la edificación se pueden completar con las exigencias de otras normativas dictadas por las administraciones competentes.

El objeto del Decreto es establecer el procedimiento de tramitación y aprobación de los documentos reconocidos del CTE, con el fin de adecuarlo a las exigencias concretas del territorio y de la población de Cataluña. Estos documentos también deben garantizar el cumplimiento de la normativa técnica aprobada por la Generalidad.

Pueden presentar solicitudes para la aprobación como documentos reconocidos y, para su inscripción en el registro general del CTE de Cataluña, las instituciones relacionadas con el proceso constructivo y los agentes de la edificación que establece la LOE. 

De otro lado, la disposición adicional segunda modifica la disposición final 1.2 del Decreto 13/2010, de 2 de febrero, del Plan para el derecho a la vivienda 2009-2012, que queda redactada así: “A los efectos de la aplicación de las reservas mínimas adicionales que establece la legislación urbanística vigente, con destino a las nuevas tipologías de viviendas concertadas de Cataluña, la entrada en vigor de este Decreto en ámbitos no incluidos dentro de las áreas residenciales estratégicas derivadas de la aplicación del Decreto Ley 1/2007, de 16 de octubre, se producirá el 1 de agosto de 2011.”
- Decreto 89/2010, de 29 de junio, por el que se aprueba el programa de gestión de residuos de la construcción de Cataluña, se regula la producción y gestión de los residuos de la construcción y demolición, y el canon de la deposición controlada de los residuos de la construcción. (DOGC núm. 5664, de 6 de julio). 

- Ley 23/2010, de 22 de julio, de modificación de la Ley 23/1983 para fijar el ámbito de planificación territorial del Penedés (DOGC núm. 5681, de 29 de julio). (DOGC núm. 5584, de 10 de marzo). 

- Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo. (DOGC núm. 5686, de 5 de agosto).

La Disposición final segunda de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de medidas fiscales, financieras y administrativas autoriza al Gobierno para que, en el plazo de ocho meses a contar desde su entrada en vigor, refunda el texto refundido de la ley de urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, y las modificaciones introducidas en el mencionado texto refundido por la Ley 2/2007, de 5 de junio, por el Decreto-Ley 1/2007, de 16 de octubre, de medidas en materia urbanística, y por la propia Ley 26/2009, antes mencionada. 

Al amparo de la habilitación concedida para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales objeto del refundido, se introducen algunos ajustes con la finalidad de mejorar la comprensión y de alcanzar la coherencia sistemática del texto único aprobado.

Las determinaciones del texto refundido se entienden sin perjuicio de las especificidades que para la regularización de las urbanizaciones se establecen en la Ley 3/2009, de 10 de marzo, de regularización y mejora de las urbanizaciones con déficits. 

Asimismo, las determinaciones del texto refundido se deben entender complementadas, en materia de vivienda, por lo que establecen los artículos 15, 16, 17, 18, 20 y 31 y las disposiciones adicionales quinta y sexta de la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, en relación, respectivamente, a la delimitación de áreas sujetas a derecho de tanteo y retracto, a las directrices para el planeamiento urbanístico respecto de las viviendas, al destino de suelo para viviendas de protección oficial, al sistema de viviendas dotacionales públicas, a la memoria social, a las declaraciones de ruina, a las reservas para viviendas de protección pública y a la aplicación del destino total o parcial de la edificación a vivienda protegida en suelo urbano consolidado. 

El Gobierno, en el plazo de dieciocho meses a contar desde la entrada en vigor del Decreto Legislativo, tiene que adaptar el Reglamento de la ley de urbanismo, aprobado por Decreto 305/2006, de18 de julio, al texto refundido aprobado.

- Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona. (DOGC núm. 5708, de 6 de septiembre).

La organización del gobierno local de Cataluña se estructura en municipios y veguerías y, en el ámbito supramunicipal, en comarcas. También se reconoce la creación de otros entes supramunicipales, fundamentados en la voluntad de cooperación y asociación de los municipios y en el reconocimiento de las áreas metropolitanas.

El área metropolitana de Barcelona asume, mediante esta ley las competencias que actualmente ejercen las entidades metropolitanas del transporte, de servicios hidráulicos y tratamiento de residuos y la mancomunidad de municipios y, en materia de urbanismo, las competencias establecidas por la legislación urbanística vigente. 

El Título II se divide en dos capítulos. El primero enumera las competencias metropolitanas en los diferentes ámbitos materiales de actuación salvo el urbanismo que se regula en el Título III. Dicho Título determina la ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda, con la regulación de los diferentes instrumentos de ordenación y tramitación correspondiente, así como las competencias del área metropolitana de Barcelona.

Las competencias en materia de urbanismo se atribuyen al Consejo Metropolitano (integrado por todos los alcaldes de cada municipio del ámbito metropolitano y los concejales elegidos por los municipios) y a su Presidente y son indelegables. Al Consejo compete adoptar los acuerdos que correspondan en materia de planeamiento, según se establece en el Título III y aprobar los informes que deban emitirse en los procedimientos de aprobación de los instrumentos de planificación territorial o urbanística de competencia de otras administraciones y, al Presidente, aprobar inicial y provisionalmente los instrumentos de planeamiento urbanístico cuando la aprobación definitiva corresponda al Consejo Metropolitano.

En materia de ordenación del territorio, el área metropolitana participa en la formulación y tramitación del Plan Territorial General de Cataluña, en la formulación de los planes territoriales parciales que comprenden su ámbito territorial y los planes sectoriales que afectan a sus competencias, mediante el nombramiento de representantes en los órganos de seguimiento y la participación en la redacción.

La ordenación urbanística integrada del territorio metropolitano se instrumenta mediante el Plan director urbanístico metropolitano y el Plan de ordenación urbanístico metropolitano, este último puede completarse mediante programas de actuación municipales o plurimunicipales.

En materia de gestión urbanística, el área metropolitana tiene la condición de administración actuante en el ejercicio de sus competencias en materia de planeamiento y gestión si así lo determina el planeamiento o un acuerdo expreso del ayuntamiento. Dicha condición comporta, salvo determinación o pacto en contrario, que tiene derecho a recibir el suelo de cesión obligatoria y gratuita correspondiente al porcentaje aplicable sobre el aprovechamiento urbanístico del correspondiente ámbito de actuación, en el régimen establecido por la legislación urbanística.

Se prevé la creación de la Comisión de Urbanismo del área metropolitana como un órgano urbanístico dependiente del departamento competente de la Generalidad de Cataluña, su creación supone la extinción de las actuales Comisión Territorial de Urbanismo y la Subcomisión de Urbanismo del municipio de Barcelona.

La constitución del primer Consejo Metropolitano debe efectuarse una vez celebradas las primeras elecciones municipales que se convoquen después de la entrada en vigor de la ley.

- Decreto 112/2010, de 31 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de espectáculos públicos y actividades recreativas. (DOGC núm. 5709, de 7 de septiembre).

Este Decreto tiene por objeto el desarrollo reglamentario y la aplicación de la Ley 11/2009, de 6 de julio, de regulación administrativa de los espectáculos públicos y actividades recreativas.

Incluye disposiciones relativas a las licencias municipales y a otros asuntos propios de competencia municipal. Se respetan dichas competencias dado que queda clara la naturaleza supletoria de los preceptos de la presente norma, que sólo son de aplicación en aquellos municipios que no tengan ordenanzas propias o cuando éstas no dispongan lo contrario. 

La norma es coherente con la Directiva de servicios del mercado interior y con la Ley estatal 11/2009. Cabe destacar, como novedad, la regulación del régimen de comunicación previa y de declaración responsable para determinados establecimientos de espectáculos y actividades aunque se mantiene el régimen de intervención administrativa mediante licencia y autorización en el resto de los supuestos.

Así, el régimen de comunicación previa o declaración responsable resulta de aplicación en los siguientes supuestos:

· Modificación no sustancial de los establecimientos abiertos al público que cuenten con la correspondiente licencia municipal.

· Establecimientos abiertos al público destinados a espectáculos cinematográficos.

· Establecimientos abiertos al público destinados a espectáculos públicos y actividades recreativas musicales, con un aforo autorizado hasta 150 personas.

· Establecimientos abiertos al público de actividades de restauración con un aforo autorizado hasta 150 personas siempre que no dispongan de terraza o cualquier otro espacio complementario al aire libre.

· Actuaciones en directo en los establecimientos públicos.

- Decreto Legislativo 3/2010, de 5 de octubre, para la adecuación de normas con rango de ley a la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior. (DOGC núm. 5729, de 6 de octubre).

La Ley 5/2010, de 26 de marzo, de bases de delegación en el Gobierno para la adecuación de diversas normas con rango de ley a la Directiva de servicios, habilitó al Gobierno para dictar decretos legislativos que aprobaran textos articulados sobre las materias reguladas en diversas leyes que se identificaban en el anexo de dicha ley.

De este Decreto Legislativo sólo comentaremos que en capítulo I, relativo a medidas administrativas, se modifica el texto refundido de la ley municipal y régimen local de Cataluña, aprobado por Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, con el fin de introducir con carácter general las declaraciones responsables y las comunicaciones previas como fórmulas ordinarias de intervención administrativa en las actividades relacionadas con la prestación de servicios. 

C) GALICIA

- Decreto 103/2010, de 17 de junio, por el que se modifica el Decreto 39/2007, de 8 de marzo, por el que se regula la composición y funcionamiento de las comisiones territoriales del Patrimonio Histórico Gallego. (DOG núm. 124, de 1 de julio).

D) ANDALUCIA

- Ley 3/2010, de 21 de mayo, por la que se modifican diversas leyes para la transposición en Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior. (BOJA núm. 111, de 8 de junio).

Procede del Decreto-Ley 3/2009, de 22 de diciembre que fue convalidado por el Parlamento de Andalucía y acordó su tramitación como proyecto de ley.

Al mencionado Decreto-Ley ya nos referimos en el informe emitido en febrero de 2010 indicando que de las diversas leyes autonómicas que se ven modificadas tras su aprobación, debíamos comentar los cambios operados en la legislación comercial, donde se da un paso más incorporando la perspectiva territorial y urbanística a la planificación comercial mediante la redacción de un nuevo título IV y la introducción de modificaciones sustantivas en los Títulos I y II de la Ley 1/1996, de 10 de enero, del comercio interior, para profundizar en la coherencia entre la actividad (dimensión sectorial), el propio medio en que se inserta (dimensión territorial ambiental) y el uso que se hace del suelo (dimensión urbanística).

El Plan de establecimientos comerciales tiene la consideración de Plan con incidencia en la ordenación del territorio a efectos de lo previsto en la Ley 1/1994, de 11 de enero, de ordenación del territorio de la CA de Andalucía y está sometido a la evaluación ambiental establecida en la Ley 7/2007, de 9 de junio, de gestión integrada de la calidad ambiental. Dicho Plan debe ser aprobado por el Consejo de Gobierno en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto-Ley 3/2009, de 22 de diciembre (27 de diciembre de 2009).

Se determinan los criterios para el emplazamiento urbanístico de las grandes superficies minoristas (se considera tal al establecimiento que posea una superficie útil de exposición y venta superior a 2.500m2), destacando el principio básico de que la planificación urbanística deberá preceder a la instalación y, en su caso, autorización en función de los ámbitos aptos determinados por el Plan de establecimientos comerciales.

El planeamiento urbanístico debe definir el uso pormenorizado de grandes superficies minoristas, en función de los ámbitos aptos determinados por el Plan de establecimientos comerciales, no pudiendo este tipo de establecimiento instalarse en ningún otro uso del suelo que no esté calificado como tal. En ningún caso puede planificarse o autorizarse la implantación de grandes superficies en suelo clasificado como no urbanizable. El instrumento de planeamiento que prevea de forma detallada el emplazamiento de una gran superficie deberá incorporar un plan de movilidad urbana. 

Los planes generales, las modificaciones de los mismos y el planeamiento de desarrollo, que prevean o permitan la instalación de una gran superficie minorista o dispongan de usos terciarios comerciales con una superficie construida superior a 5.000 m2, deben someterse a informe comercial de la Consejería competente en materia de comercio interior.

Por último, no podrá iniciarse actuación urbanística alguna que implique actos de transformación física del suelo, ni desarrollo de actividad alguna en orden a la instalación, ampliación, cambio de actividad o traslado de una gran superficie minorista, sin haber obtenido previamente la licencia municipal de obras.

- Decreto 356/2010, de 3 de agosto, por el que se regula la autorización ambiental unificada, se establece el régimen de organización y funcionamiento del registro de actuaciones sometidas a los instrumentos de prevención y control ambiental; de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y de las instalaciones que emiten compuestos orgánicos volátiles y se modifica el contenido del anexo I de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de gestión integrada de la calidad ambiental. (BOJA núm. 157, de 11 de agosto).

Este Decreto desarrolla las previsiones y determinaciones de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de gestión integrada de la calidad ambiental, sobre el régimen jurídico de la autorización ambiental unificada y el procedimiento para su otorgamiento y modificación.

Esta figura autonómica de intervención ambiental integra en una resolución única la evaluación de impacto ambiental y las distintas autorizaciones y exigencias medioambientales.

La intervención de los Ayuntamientos en el proceso de su concesión se limita a la redacción de un informe de compatibilidad con el planeamiento urbanístico, que debe ser emitido por el órgano municipal competente en materia de urbanismo o, en su defecto, por la Secretaría municipal del ayuntamiento en cuyo término vaya a ubicarse la actuación. El informe debe emitirse en el plazo máximo de un mes, previa solicitud de la persona interesada a la que debe acompañarse el correspondiente proyecto técnico.

Se exceptúan de este informe los proyectos de actuaciones promovidas por la Administración de la Junta de Andalucía o entidades de derecho público dependientes de la misma, así como las declaradas de utilidad o interés general y las modificaciones sustanciales que no supongan aumento de la ocupación del suelo.

Si el informe determina que la actuación es incompatible con el planeamiento urbanístico, con independencia del momento en que se haya emitido, pero siempre que se haya recibido con anterioridad al otorgamiento de la autorización ambiental unificada, el órgano ambiental competente, previa audiencia a los interesados, debe dictar resolución poniendo fin al procedimiento y archivar las actuaciones.

Este informe es independiente de la licencia de obras o de cualquier otra licencia o autorización exigible, no obstante, las cuestiones sobre las que se pronuncie vinculan a la administración competente para su otorgamiento.

E) ASTURIAS

- Decreto 56/2010, de 23 de junio, por el que se crea y regula el funcionamiento del registro de demandantes de vivienda protegida del Principado de Asturias. (BOPA núm. 152, de 2 de julio).

Para dar cumplimiento al mandato contenido en el Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el plan estatal de vivienda y rehabilitación para el periodo 2009-2012, relativo a la obligación de que los demandantes de viviendas y financiación acogidas al citado plan estatal cumplan con el requisito de encontrarse inscritos en un registro público de demandantes, se dicta el presente Decreto que regula la organización y el funcionamiento del mismo. 

- Decreto 119/2010, de 15 de septiembre, por el que se aprueba definitivamente la revisión de las Directrices Sectoriales de equipamiento comercial. (BOPA núm. 229, de 2 de octubre).

Las Directrices Sectoriales constituyen un instrumento de planificación y coordinación territorial cuya finalidad es orientar y ordenar la incidencia territorial de los usos y equipamientos comerciales desde la defensa de un modelo de desarrollo urbano compacto.

Regulan el impacto territorial de los usos y equipamientos comerciales; sirven como marco obligado de referencia para las actuaciones de las administraciones públicas en la materia objeto de regulación, tanto para proceder a autorizar los usos y los equipamientos comerciales, como para establecer planes y programas de cualquier tipo; así como establecen criterios de coordinación con otros sectores de actividad o con otras administraciones implicadas, y con el marco general y particular de la ordenación territorial.

Las directrices se ejecutan mediante la aprobación y revisión de los instrumentos de planeamiento urbanístico general y de desarrollo; el otorgamiento de las pertinentes licencias municipales urbanísticas y de actividad y, en su caso, de los informes o autorizaciones urbanísticas y ambientales competencia del Principado de Asturias y mediante los planes locales y sectoriales de orientación comercial que, en su caso, se elaboren de conformidad con lo previsto en la legislación de comercio interior.

En los artículos 40 y siguientes se regula la intervención municipal en la implantación del equipamiento comercial con ocasión de las solicitudes de las licencias urbanísticas y, en su caso, de actividades clasificadas.

La Directriz Tercera establece la integración del modelo comercial en el planeamiento urbanístico municipal tanto en los planes generales como en los especiales o de desarrollo.

Al concretar las previsiones sobre el uso comercial, el planeamiento, con el fin de garantizar su adecuada implantación, debe contemplar, como mínimo, la interrelación del hábitat y los equipamientos comerciales; la inserción de los usos comerciales en sus diferentes tipologías y dimensiones dentro de la estructura urbana y, los distintos niveles de necesidad de compra de los consumidores.

El tratamiento urbanístico del uso comercial debe orientarse a la consecución de un doble objetivo: la integración del mismo con otros usos y actividades compatibles y de un modo especial, con el uso residencial y el equilibrio entre el propio uso comercial.

A tales efectos, las determinaciones del planeamiento deben promover un diseño urbanístico que contemple al comercio en clave de proximidad, disgregado por el territorio en su conjunto, que priorice el uso comercial de las plantas bajas de los edificios residenciales y de oficinas, en lugar de concentrar la oferta comercial en un único punto; la proporcionalidad entre la superficie destinada a uso comercial y el número de viviendas existentes o previstas. A tal efecto, debe distinguirse entre el uso comercial perteneciente a los sistemas generales de equipamientos y el destinado a servir a los sistemas locales; la potenciación de los ejes peatonales y verdes como elementos que favorezcan los flujos de personas y potencien la actividad comercial y evitar el aislamiento y la desconexión de las zonas de nueva urbanización respecto del comercio en las zonas consolidadas.

F) CANTABRIA

- Ley de Cantabria 2/2010, de 4 de mayo, para la modificación de la Ley 1/2002, de 26 de febrero, del comercio de Cantabria, y de otras normas complementarias para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior. (BOC núm. 92, de 14 de mayo).

De la Ley 1/2002, de 26 de febrero, se modifica el concepto de establecimiento comercial, considerando que sólo aquellos que posean una superficie útil de exposición y venta al público superior a 2.500 m2 presentan unas características, lo suficientemente importantes, como para generar diferentes efectos medioambientales, territoriales y sociales, por lo que resultan susceptibles de control desde el punto de vista de la concurrencia de imperiosas razones de interés general.

Del mismo modo, se entiende que la autorización administrativa específica también está justificada en aquellos supuestos en los que se ejecute una ampliación  de las instalaciones de un establecimiento comercial cuando el resultado final comporte una superficie útil de exposición y venta al público superior a los citados 2.500 m2, y ello con independencia del volumen que tuviera el citado establecimiento con anterioridad a  la ejecución de la obra. 

Se sustituye la exigencia de licencia comercial específica por un informe preceptivo y vinculante, emitido por la Consejería competente en materia de comercio, e integrado en el procedimiento seguido ante el Ayuntamiento en cuyo término municipal se pretenda la instalación y apertura. 

La modificación dedica una especial atención a establecer mecanismos de coordinación entre el informe preceptivo del Gobierno de Cantabria y los diferentes Ayuntamientos. La Administración Local competente debe remitir el expediente a la Dirección General de la correspondiente Consejería, adjuntando con la solicitud todos los informes medioambientales y urbanísticos que fueran necesarios. El plazo máximo para evacuar el informe es de tres meses a contar desde la entrada en el registro del expediente completo, si no es emitido en dicho plazo el silencio se considera positivo.

- Orden OBR/7/2010, d e10 de mayo, por la que se regula la organización y el funcionamiento del registro de demandantes de vivienda protegidas en la Comunidad Autónoma de Cantabria. (BOC núm. 102, de 28 de mayo). 

El artículo 27 del Decreto 12/2006, de 9 de febrero, por el que se establecen medidas para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda en Cantabria, creó el registro público de demandantes de viviendas de Cantabria, de carácter voluntario y gratuito y de naturaleza puramente administrativa. 

Este registro fue objeto de desarrollo reglamentario, en aplicación de su disposición final segunda, mediante la aprobación de la Orden OBR/8/2006, de 27 de diciembre, de la organización y funcionamiento del registro de demandantes de vivienda protegida.

El Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el Plan Estatal de vivienda y rehabilitación 2009-2012, establece en su disposición transitoria sexta que los registros públicos de demandantes de vivienda deberán estar en funcionamiento en el plazo de un año desde la publicación de dicho Real Decreto.

A su vez, el Decreto 68/2009, de 24 de septiembre, por el que se regulan determinadas ayudas para favorecer el acceso a la vivienda en Cantabria durante el período 2009-2012, establece que la venta, arrendamiento y adjudicación de las viviendas acogidas a ese Decreto sólo podrá efectuarse a demandantes debidamente inscritos en el registro público, regulado por la Orden OBR/8/2006, de 27 de diciembre.

El objeto de esta Orden, pues, es regular la organización y el funcionamiento del registro. 

- Ley 6/2010, de 30 de julio, de medidas urgentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo. (BOC núm. 156, de 13 de agosto). 

Las medidas que se adoptan son de dos tipos: unas tienen el carácter de urgentes y se refieren a la adecuación del ámbito del Plan de Ordenación del Litoral y, otras se denominan de mejora de la seguridad jurídica en el ámbito urbanístico.

La Disposición adicional cuarta de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de ordenación territorial y régimen urbanístico del suelo de Cantabria, recogió la previsión de que debía elaborarse un Plan de Ordenación del Litoral, equiparable al Plan Regional de Ordenación del Territorio, cuya finalidad era asegurar una protección efectiva e integral de la costa de Cantabria. Asimismo, indicaba que dicho Plan de Ordenación del Litoral no resultaría de aplicación a los suelos que, a su entrada en vigor, estuviesen clasificados como urbanos o urbanizables con plan parcial aprobado definitivamente, ni a los que formaban parte de espacios naturales protegidos o dispusieran de planes de ordenación de los recursos naturales en vigor.

A su vez, la disposición transitoria décima del mismo texto legal preveía una serie de medidas cautelares aplicables a los 37 municipios costeros, hasta en tanto en cuanto se aprobara el Plan de Ordenación del Litoral, que consistían en la suspensión de todas las licencias de edificación de usos residenciales y de las aprobaciones de todos los planes parciales, en todo caso, durante el plazo máximo de un año a contar desde el día siguiente de la publicación de la ley.

La Ley 5/2002, de 24 de julio prorrogó por un año más dichas medidas cautelares pero dicha prórroga sólo afectaba a los suelos urbanizables sin plan parcial aprobado, especificados en el apartado segundo del artículo primero de dicha ley.

Por Ley 2/2004, de 27 de septiembre, se aprobó el Plan de Ordenación del Litoral, quedando excluidos de su aplicación aquellos suelos que se indicaban en la DA cuarta de la Ley 2/2001. No obstante, y tal y como se señala en el Preámbulo de la Ley 6/2010, el legislador era consciente de que tal exclusión constituía un hecho dinámico y cambiante, pues dependía de factores ajenos al planificador territorial, como eran entre otros, la correcta clasificación contenida en los instrumentos de planeamiento urbanístico municipales, y que determinaría, en el momento de su adaptación al Plan de Ordenación, la eventual exclusión o inclusión de ciertos suelos de su ámbito de aplicación. Tal adaptación debía producirse, según imperativo de la DT segunda, en el plazo de un año desde la aprobación del mismo. 

La falta de adaptación de los planeamientos municipales al Plan de Ordenación generó una evidente inseguridad jurídica, acrecentada en aquellos ámbitos inicialmente excluidos de la aplicación del Plan, que trata de paliar la presente ley mediante el establecimiento de un nuevo procedimiento más flexible de modificación puntual de los planes generales y no de revisión de los mismos que conlleve, al menos, su adaptación parcial.

Así, excepcionando lo establecido en la DT tercera de la Ley 2/2004, de 27 de septiembre, del Plan de Ordenación del Litoral, que prohibía las modificaciones puntuales del plan general que implicaran reclasificación de suelo o incremento de densidad, hasta que dichos planes generales no se adaptaran a la Ley 2/2001,de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo, se admiten modificaciones puntuales que impliquen cambios en la clasificación del suelo en aquellos ámbitos que, estando inicialmente excluidos del ámbito de aplicación del Plan de Ordenación del Litoral, pasen a estar comprendidos en el mismo como consecuencia de lo establecido en el artículo 2.3 de la Ley citada (suelos respecto de los que a la entrada en vigor de la ley del litoral se acredite que no contaban con los requisitos legales para ser reclasificados como urbanos, bien en el momento de la adaptación del planeamiento, bien por imperativo de sentencia firme, quedando incluidos igualmente  aquellos suelos comprendidos en un ámbito de plan parcial aprobado definitivamente que con posterioridad haya sido anulado).

Las modificaciones puntuales que se tramiten al amparo de esta ley deberán estar aprobadas inicialmente en el plazo de diez meses a contar desde su entrada en vigor (28 de agosto de 2010). Si con posterioridad a la entrada en vigor de la ley, algunos suelos inicialmente excluidos del ámbito de aplicación del Plan de Ordenación del Litoral pasaran a incluirse en su ámbito como consecuencia de una sentencia firme, podrán tramitarse modificaciones puntuales que deberán ser aprobadas inicialmente en el plazo de diez meses a contar desde la publicación de la sentencia firme.

El Título II de la ley aborda medidas de mejora de la seguridad jurídica en el ámbito urbanístico que conllevan modificaciones puntuales del articulado de la ley 2/2001, de 25 de junio.

Unas se refieren a la protección del paisaje, otras a la información de los actos sujetos a licencia, fijando como requisito imprescindible la colocación de carteles visibles desde la vía pública en todas las obras de edificación que indiquen la obtención de la licencia urbanística y la identificación de los promotores y directores técnicos de las mismas, y las últimas a la modificación del plazo de prescripción de las infracciones y su cómputo.

- Decreto 65/2010, de 30 de septiembre, por el que se aprueban las Normas Urbanísticas Regionales. (BOC núm. 26, de 8 de octubre).

Mediante Decreto 57/2006, de 25 de mayo, se aprobaron las Normas Urbanísticas Regionales. Interpuesto recurso contencioso administrativo nº 601/2006 ante el TSJC por parte de distintos municipios, el TSJ dictó sentencia el 17 de enero de 2008 (Aranzadi RJCA 2008/139) que declaró la nulidad de la mencionada disposición, lo que determinó la redacción y tramitación de estas nuevas Normas Urbanísticas.

La principal discrepancia surgió en cuanto a la necesidad de sumisión al trámite de información pública del informe de impacto ambiental y, en su caso, si debía ser conjunto o individualizado al de las Normas Urbanísticas Regionales.

El TSJC señaló que todos los problemas de interpretación sobre el alcance del derecho de participación ciudadana en los informes ambientales y del trámite de información pública se disiparon el 29 de abril de 2006, al publicarse la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente (evaluación ambiental estratégica). 

El TSJC consideró que, si bien es cierto que dicha Ley 9/2006 se publicó una vez había sido emitida la estimación de impacto ambiental y la aprobación provisional de las Normas Urbanísticas por parte de la Comisión Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo (22 de febrero de 2006), sin embargo, la DT 1ª extendía su aplicación a los planes y programas iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la ley (30 de abril de 2006), concretando que afectaba a los planes y programas cuyo primer acto preparatorio formal fuera posterior al 21 de julio de 2004 (fecha en que vencía el plazo de transposición de la Directiva 2001/42) por lo que resultaba de aplicación y, el informe ambiental y su información pública debían realizarse.

Dicho argumento conduce a la estimación del recurso interpuesto por falta de información pública del informe ambiental, trámite esencial, que conlleva la nulidad del Decreto, y así se dice en la sentencia: “….señalar que la Sala lamenta tener que adoptar tan drástica solución frente a una Administración que ha dado muestras sobradas de receptividad a la normativa comunitaria ambiental, y declarar la nulidad de las Normas Urbanísticas Regionales por un motivo en apariencia formal, pero que la legislación de forma progresiva, al igual que la jurisprudencia , le ha otorgado el carácter de esencial, imponiéndolo como trámite preceptivo en virtud de un normativa aprobada al final de su tramitación, pero aplicable ratione temporis y que ni siquiera invocada por los ayuntamientos recurrentes”.  

H) MURCIA

- Decreto 169/2010, de 25 de junio, por el que se modifica el Decreto 321/2009, de 2 de octubre, por el que se regula el Plan Regional de Vivienda de la Región de Murcia para el cuatrienio 2009-2012. (BORM núm. 147, de 29 de junio).

La modificación viene motivada por la adaptación que debe realizarse en la normativa autonómica como consecuencia de la aprobación por el Estado del Real Decreto 1961/2009, de 18 de diciembre, por el que se prorrogó hasta 2010 la vigencia de una serie de medidas transitorias y se introdujeron otras nuevas destinadas a la movilización del excedente de viviendas.

La adaptación de la normativa regional permite que en una misma promoción puedan coexistir viviendas calificadas en régimen de venta y en régimen de alquiler, así como el impulso a las actuaciones de rehabilitación de edificios y viviendas que se desarrollen en Áreas de Rehabilitación Integral (ARIs), mediante la incorporación de los ayuntamientos y las entidades públicas vinculadas como gestores de dichas áreas.

I) VALENCIA

- Decreto-Ley 2/2010, de 28 de mayo, del Consell, de medidas urgentes para agilizar el desarrollo de las actividades productivas y la creación de empleo. (DOCV núm. 6278, de 31 de mayo).

Este Decreto fue validado por las Cortes valencianas el 16 de junio de 2010 acordándose su tramitación como proyecto de ley, proyecto que ha dado origen a la Ley 12/2010, de 21 de julio, cuyo contenido, comentaremos más adelante.

- Decreto 95/2010, de 4 de junio, del Consell por el que se aprueba el reglamento regulador del procedimiento para la obtención de las licencias de actividad, licencias de funcionamiento y autorizaciones de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos instalados, que se instalen o celebren en el recinto de la Marina Real Juan Carlos I del puerto de Valencia. (DOCV núm. 6284, de 8 de junio).

El presente Decreto es desarrollo de la Ley 4/2003, de 26 de febrero, de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos. El recinto de la Marina Real Juan Carlos I del puerto de Valencia es considerado, a efectos de este reglamento, como un enclave emblemático requerido de especial consideración.

Respecto del procedimiento general para la obtención de las licencias y autorizaciones se establecen las siguientes peculiaridades: el plazo para resolver y notificar la licencia de actividad se fija en cuarenta y cinco días hábiles desde la fecha de la solicitud, transcurrido dicho plazo sin haberse producido la notificación de la resolución expresa, el interesado puede entenderla concedida.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de licencia de actividad, el Ayuntamiento debe remitir copia de la misma a la Generalidad al objeto de que emita el correspondiente informe, que se configura como preceptivo y vinculante. Este debe ser emitido en el plazo de 15 días naturales desde la petición y si en el plazo de 20 días hábiles la Generalidad no lo emite este se considera favorable.

No es precisa la información vecinal dado, que las actividades a las que se refiere este reglamento se realizan o ubican en un espacio carente de vecinos y situado a más de 100 metros de las viviendas colindantes más próximas.

Una vez obtenida la licencia de actividad y cumplidos, en su caso, todos los requisitos contenidos en la misma, el interesado puede solicitar la correspondiente licencia de funcionamiento.

En el plazo máximo de siete días naturales desde la solicitud, el Ayuntamiento debe girar inspección y otorgar la licencia si resulta conforme con la licencia de actividad. Cuando el solicitante de la licencia aporte con la solicitud, certificación de empresa, que disponga de la calificación de entidad de certificación administrativa para acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos en la licencia de actividad, puede entenderse concedida la licencia de funcionamiento sin perjuicio de que el ayuntamiento pueda comprobar, en todo momento, el cumplimiento de la licencia de actividad. 

- Decreto 105/2010, de 25 de junio, del Consell, por el que se modifican los Decretos 90/2009, de 26 de junio, 189//2009, de 23 de octubre y 66/2009, de 15 de mayo, por los que se aprueban, respectivamente, el Reglamento de viviendas de protección pública, el Reglamento de rehabilitación de edificios y viviendas y el Plan autonómico de vivienda de la Comunidad Valenciana. (DOCV núm. 6301, de 1 de julio).

- Ley 12/2010, de 21 de julio, de la Generalidad, de medidas urgentes para agilizar el ejercicio de actividades productivas y la creación de empleo. (DOCV núm. 6316, de 22 de julio).

Esta ley no pretende acometer una reforma en profundidad de la legislación urbanística dado, que el Gobierno tiene en estudio un proyecto de ley pero, realiza modificaciones puntuales tanto de la ley urbanística como de la ley del suelo no urbanizable y, de la ley de ordenación del territorio y protección del paisaje.

En la ley urbanística se producen las siguientes modificaciones: en primer lugar, como modo de simplificar el procedimiento, se suprime la figura del concierto previo en la tramitación de los planes generales municipales y se facilita la aplicación de la evaluación ambiental estratégica prevista en la Ley 9/2006, de 28 de abril. 

Ese concierto previo que debía justificarse en el expediente durante la redacción técnica del plan general, obligaba a los Ayuntamientos a realizar consultas previas y acuerdos con otras administraciones y colectivos ciudadanos particularmente afectados.

Resultaban preceptivas las negociaciones y consultas con los municipios colindantes y con las administraciones cuyas competencias y bienes resultaran afectados, así como el concierto con la consejería competente en materia de urbanismo para definir un modelo territorial municipal acorde con el contexto supramunicipal y los planes de acción territorial aplicables. 

Desaparece, como indicamos, la figura del concierto previo que, se sustituye por el inicio del procedimiento de evaluación ambiental estratégica mediante la elaboración del documento consultivo a los efectos de la emisión del documento de referencia por el órgano ambiental.

En segundo lugar, se suprime la cédula territorial de urbanización regulada en los artículos 112 a 116 de la ley urbanística y 225 a 233 del reglamento de ordenación y gestión territorial y urbanística, aprobado por Decreto 67/2006, de 19 de mayo, artículos que son derogados expresamente por la disposición derogatoria única. Esta cédula certificaba la viabilidad de las iniciativas de planeamiento de desarrollo que propusieran una modificación de la ordenación estructural del plan general sin modificar la clasificación del mismo o una modificación de la ordenación estructural que incorporara nuevos suelos urbanizables a la estructura territorial, implicando una modificación de la clasificación del suelo.

Su función primordial era posibilitar a la Administración autonómica un conocimiento preliminar sobre las propuestas de planeamiento que conllevaran modificación estructural con objeto de estudiar su viabilidad; se expedían a reserva de la competencia autonómica para aprobar definitivamente los planes o evaluar su impacto ambiental y vinculaban a la administración autonómica durante el plazo de un año.

Con el fin de facilitar la gestión urbanística y la obtención de suelos dotacionales, se elimina también la exigencia de que los elementos de la red primaria adscritos a un sector sean colindantes o próximos a él.

Asimismo se eliminan las restricciones que, para actuaciones en suelo urbano, introdujo el reglamento de ordenación y gestión territorial y urbanística, facilitando de este modo el desarrollo de operaciones de reforma y renovación urbana.

Respecto de la publicidad del planeamiento se establece la obligatoriedad de proceder a su inserción en el boletín oficial de la Provincia debiendo publicarse tanto el acuerdo de aprobación, sea de competencia autonómica o municipal, como las normas urbanísticas de los mismos. 

Se añaden, por último, en la ley urbanística dos nuevas disposiciones adicionales una, relativa a la declaración responsable para la ejecución de obras de reforma de edificios, construcciones e instalaciones, y otra, a la emisión de informes por la administración de la Generalidad y las entidades locales.

Así, mediante ordenanza municipal, los ayuntamientos pueden regular los requisitos y condiciones que permitan la ejecución de obras de mera reforma de edificios, construcciones o instalaciones mediante declaración responsable. No pueden ser objeto de declaración responsable y requieren, en todo caso, licencia municipal, las obras que supongan alteración estructural del edificio o modificación general de la fachada, ni las que afecten a elementos catalogados o en trámite de catalogación.

Se establece la obligatoriedad de que todos los informes exigidos por esta ley deben emitirse en el plazo máximo de un mes, salvo que la normativa reguladora específica establezca otra cosa, transcurrido dicho plazo, la falta de emisión de informe no impide la continuación del procedimiento. 

Con el fin de agilizar la gestión de suelo para el desarrollo de actividades productivas, se incluye en la ley del suelo no urbanizable, un nuevo procedimiento de urgencia (reducción de los plazos previstos a la mitad e información pública por plazo de 20 días), que podrá ser aplicado a los procedimientos de declaración de interés comunitario que autoricen la implantación de actividades que generen empleo.

La regulación del canon por actividades en suelo no urbanizable es también objeto de modificación  buscando un doble objetivo. Por un lado, facilitar el ajuste de la cuantía y el pago del mismo y, por otro lado, conseguir que los ingresos derivados del canon puedan ser empleados en fines de interés público. Se incrementan las posibilidades de conceder, a criterio de los ayuntamientos, prórrogas, fraccionamientos y reducciones y, se elimina la exigencia de que los ayuntamientos elaboren y tramiten programas de sostenibilidad para poder disponer de los recursos derivados de los cánones por declaraciones de interés comunitario, ingresos que a partir de ahora se incorporaran directamente al patrimonio municipal del suelo. 

Por último esta ley establece, en la disposición transitoria tercera, un régimen respecto de los efectos de la caducidad o resolución de la adjudicación de programas de actuación integrada sobre la clasificación del suelo. Así, a partir de su entrada en vigor y hasta el 31 de diciembre de 2012, los actos que se dicten para declarar la caducidad o resolver la adjudicación de programas de actuación integrada por incumplimiento de sus plazos de ejecución no producen los efectos desclasificatorios del suelo, salvo que la administración actuante así lo acuerde de forma expresa y motivada, previo expediente contradictorio iniciado de oficio o a instancia de parte interesada. Se autoriza también al Gobierno para prorrogar dicho plazo mientras subsistan circunstancias que así lo aconsejen.

J) ARAGON

- Resolución de 29 de marzo de 2010, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por al que se publica el acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Aragón- Estado en relación a la Ley 4/2009, de 22 de junio, de ordenación del territorio de Aragón. (BOA núm. 86, de 5 de mayo).

El acuerdo alcanzado viene referido a los artículos 48 y 49 de la LOTA que regulan el dictamen autonómico sobre los planes y proyectos del Estado.

El dictamen preceptivo y determinante del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón (COTA), regulado en los artículos 48 y 49 no tiene naturaleza vinculante, y de no emitirse en el plazo establecido, se entenderá favorable.

El dictamen del COTA debe ser tenido en cuenta en la resolución de los procedimientos tramitados por el Estado que se refieran a planes y proyectos que tengan incidencia en la ordenación territorial de la Comunidad Autónoma. En todo caso, si existen discrepancias entre ambas administraciones, el Estado deberá motivar las razones por las que se separa  de la posición de la Comunidad Autónoma expresada en su dictamen. Ello, sin perjuicio de que pueda plantearse la negociación para resolver las discrepancias en el seno de la Comisión Bilateral Aragón-Estado, a instancia de cualquiera de ambas administraciones.

El dictamen del COTA deberá evacuarse en el plazo de dos meses, en casos de urgencia, puede reducirse a un mes, transcurrido el plazo para su emisión, el Estado puede proseguir sus actuaciones y dictar resolución.

Esta interpretación se incorporará al Decreto de desarrollo de la Ley 4/2009, de 22 de junio, que debe efectuar el Gobierno de Aragón. No obstante, hasta tanto no se efectúe dicho desarrollo, las partes se comprometen a interpretar los artículos 48 y 49 de la LOTA, de conformidad con el presente acuerdo. 

- Decreto-Ley 1/2010, de 27 de abril, del Gobierno de Aragón, de modificación de diversas leyes de la Comunidad Autónoma de Aragón para la transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios del mercado interior. (BOA núm. 86, de 5 de mayo). Convalidado por las Cortes de Aragón en su sesión de 20 de mayo (BOA núm. 104, de 31 de mayo).

El objeto del mismo es la adaptación de la normativa de rango legal de la CA a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, así como transponer la directiva de Servicios.

En materia de urbanismo afectan los cambios operados en la Ley 7/1999, de 9 de abril, de administración local de Aragón y en la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de ordenación de la actividad comercial en Aragón. 

Respecto de la primera, de forma similar a la efectuada por la mayoría de las Comunidades Autónomas, se introducen como medios de intervención de las entidades locales en la actividad de los ciudadanos, la comunicación previa, la declaración responsable o el control posterior a su inicio.

Faculta a las entidades locales, salvo que una ley sectorial establezca lo contrario, para que mediante ordenanza sustituyan la necesidad de obtener licencia por una comunicación previa.

Asimismo, obliga al establecimiento de un procedimiento de gestión coordinada, que comportará una sola autorización de una de las dos administraciones cuando el ejercicio de una actividad por los particulares requiera, la obtención de licencia o autorización por parte de las entidades locales y de la administración de la CA.

En aquellos procedimientos en que deba emitir informe otra administración y la resolución final competa a una entidad local, ésta debe recabar de aquélla la realización de las actuaciones pertinentes. Cuando el informe corresponda a la CA, el plazo para su emisión, salvo que haya otro establecido, será de dos meses; si no se emitiera, se entenderá que es favorable.

Mayores novedades se introducen con la modificación de la Ley 9/1989, de 5 de octubre.

Se considera gran superficie comercial a aquellos establecimientos comerciales que tengan una superficie de más de 2.500 m2. Únicamente la instalación de estos está sujeta a la obtención de licencia comercial, que sólo podrá ser instada ante el departamento competente en materia de comercio, una vez que el ayuntamiento correspondiente haya concedido expresamente las licencias de obras y ambiental de actividades clasificadas.

Solicitadas las licencias municipales, el ayuntamiento debe poner en conocimiento del interesado, en la primera comunicación que le remita, la necesidad o no de la obtención de la licencia comercial. Una vez concedidas, el ayuntamiento deberá enviar copia de la documentación precisa, que será determinada reglamentariamente, al departamento de la administración de la CA pero, en todo caso, será necesario adjuntar copia de la memoria explicativa de la actividad a desarrollar, los planos del establecimiento y de su situación y las licencias otorgadas.

El procedimiento ordinario de concesión de la licencia comercial incluirá una fase de información pública y audiencia a los interesados por plazo no inferior a veinte días, en tanto no se resuelva no podrá realizarse, en ejecución de las licencias municipales obtenidas, obra, ni ejercicio de actividad alguna por parte del solicitante, debiendo considerarse en suspenso las mismas. El plazo de resolución se establece en tres meses , transcurrido el mismo se entiende concedida por silencio administrativo.

La licencia comercial no supone, en ningún caso, comprobación de la legalidad urbanística y no pueden ser revisadas actuaciones previas de competencia municipal. 

Se añade a la ley una disposición adicional primera que lleva la rúbrica “planeamiento”.

El planeamiento que defina zonas destinadas a equipamientos comerciales debe someterse, con carácter previo a su aprobación, a informe del departamento competente en materia de comercio. El informe, que debe ser evacuado en el plazo de un mes, atenderá especialmente a sí la configuración comercial favorece o no el modelo de ciudad compacta, si las nuevas zonas comerciales prevén la armonía de usos del espacio urbano, así como la incidencia que la nueva actividad comercial pueda tener sobre el municipio y su área de influencia.

En el supuesto de que el planeamiento informado favorablemente por el departamento competente contenga un importante grado de detalle y vaya acompañado de documentación complementaria que indique la actividad a desarrollar en los equipamientos comerciales contenidos en él, puede eximirse a los establecimientos en él previstos de la tramitación del procedimiento de licencia comercial. Dicha circunstancia debe ser recogida en el informe favorable.

- Decreto 101/2010, de 7 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento del Consejo de Urbanismo de Aragón y de los Consejos Provinciales de Urbanismo. (BOA núm. 116 de 15 de junio). 

La aprobación de la Ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de Aragón supuso la creación de órganos colegiados nuevos que ejercen las competencias de urbanismo de la CA. Dichos órganos son el Consejo de Urbanismo de Aragón (CUA) y los Consejos Provinciales de Urbanismo (CPU), que se configuran como órganos urbanísticos activos, consultivos y de participación de la administración urbanística aragonesa y asumen las competencias que derivan del contenido de la ley.

El nuevo reglamento regula la composición de los órganos; define las competencias básicas y diseña el régimen de funcionamiento. La principal novedad es la desaparición de las ponencias técnicas.

En los Consejos participan la administración de la CA junto con otras administraciones públicas, además de representantes de las organizaciones más representativas de las entidades locales, empresariales y sindicales y, asimismo, incluyen la asistencia de expertos y especialistas en materia de urbanismo.

Las funciones del CUA se regulan en el artículo 13 y las de las CPUs en el 14. La mayoría de ellas resultan idénticas en cuanto al fondo y, la distinción estriba en si el planeamiento emana o es dictado por un municipio capital de provincia u otros o si es formulado por varios de municipios de distintas provincias de manera conjunta.

Son sus funciones: aprobar definitivamente los planes generales de ordenación urbana; informar las modificaciones de dichos planes; mostrar conformidad a los documentos refundidos de planeamiento; informar los planes parciales y especiales de desarrollo de las directrices territoriales, de desarrollo del plan general, de reforma interior y de conjuntos de interés cultural; aprobar definitivamente los planes especiales independientes; aprobar inicial y provisionalmente los planes especiales independientes, que tengan por finalidad el establecimiento de reservas de terrenos para la constitución o ampliación de los patrimonios públicos de suelo, cuando sean promovidos por la administración de la CA; informar los convenios urbanísticos de planeamiento; informar la Orden del Consejero competente en materia de urbanismo prevista en el artículo 284 de la LUA, relativa a la aplicación del régimen urbanístico simplificado para pequeños municipios e, informar en cualquier otro supuesto legalmente establecido.

Como competencias exclusivas del CUA se establecen las de informar los expedientes relativos a la ejecución de grandes obras de ordenación territorial o cuando concurran razones de urgencia o de excepcional interés público en el supuesto contemplado en el artículo 244 de la LUA; informar sobre la suspensión total o parcial de la eficacia de cualquier instrumento de planeamiento urbanístico regulada en el artículo 76.2 de la LUA y ser oído en el procedimiento de aprobación de la Norma Técnica de Planeamiento.

Son competencias exclusivas de las CPUs las siguientes: informar los expedientes de autorización especial de usos en suelo no urbanizable, incluidos los relativos a autorización de edificaciones y construcciones conforme al régimen especial de la zona de borde; emitir informe a la autorización de vivienda unifamiliar en las zonas de borde del suelo urbano y aprobar el proyecto de expropiación conjunta tramitado conforme al procedimiento de tasación conjunta que se regula la legislación estatal sobre régimen de suelo y expropiación forzosa y en la LUA.

El CUA y los CPUs se reunirán en sesión ordinaria cuantas veces sean convocados por sus Presidentes y, deberán celebrarse al año, como mínimo, seis sesiones por el CUA y ocho de cada CPU. El Vicepresidente de cada uno de los Consejos es quien debe formular la propuesta de resolución respecto de los diversos procedimientos que se incluyan en el orden del día, previo el correspondiente informe técnico-jurídico.

Tanto los acuerdos del CUA como los de los CPUs  no ponen fin a la vía administrativa y son susceptibles de recurso de alzada bien ante el Gobierno de Aragón bien ante el Consejero competente en materia de urbanismo. En el caso de que sean recurridos por las administraciones públicas deben ser objeto de requerimiento previo al recurso contencioso administrativo ante los mismos órganos citados.

- Ley 4/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 9/1998, de 22 de diciembre, de Cooperativas de Aragón. (BOA núm. 124, de 25 de junio).

A través de la presente norma, se introducen un conjunto de modificaciones en el régimen jurídico de las sociedades cooperativas que responde a un triple objetivo: dotar a este tipo de sociedades cooperativas de mecanismos de actuación más ágiles y modernos que les permitan competir en igualdad de condiciones con el resto de formas societarias; adaptar su régimen contable al nuevo sistema de contabilidad armonizado; e introducir diversas modificaciones de carácter sectorial en el ámbito de las cooperativas de trabajo asociado, de las cooperativas agrarias y de las cooperativas de viviendas. Las modificaciones introducidas respecto de estas últimas, son las que comentamos a continuación. 

Se lleva a cabo una reforma general que afecta a aspectos relativos a su organización, gestión y régimen económico financiero, con el fin principal de adaptarlas a la normativa que regula la vivienda protegida. 

Un aspecto fundamental de esta reforma es la regulación pormenorizada de las gestoras de viviendas. Se crea la figura de promotor social de vivienda protegida a través de una disposición final que modifica la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de política de vivienda protegida. Esta técnica, según se establece en el preámbulo de la ley, responde a motivos de oportunidad por la conexión existente entre ambas materias, dado que una buena parte de la vivienda protegida se canaliza a través de la figura de la cooperativa, por las mismas razones, se extiende la aplicación de la normativa de las cooperativas a las comunidades de bienes.

El departamento competente en materia de vivienda podrá declarar promotoras sociales preferentes de vivienda protegida a aquellas cooperativas de viviendas y empresas gestoras de cooperativas de viviendas que cumplan las siguientes condiciones: haber impulsado en Aragón, directa o indirectamente y como mínimo, más de 800 viviendas protegidas en los 12 últimos años y no haber sido sancionadas por la comisión de infracciones graves ni muy graves en materia de vivienda protegida, subvenciones públicas, seguridad social, trabajo o tributaria. 

Reglamentariamente se establecerá su régimen jurídico que incluirá, al menos, las siguientes cuestiones: 

a) el procedimiento y las condiciones de declaración, que tendrá lugar mediante convocatoria pública; 

b) la duración de la declaración, que no podrá ser inferior a tres años siempre que se mantengan las condiciones exigibles;

c) las obligaciones específicas desde la perspectiva de la comunicación, la relación con sus clientes de vivienda protegida y, en su caso, la resolución de conflictos con estos y, 

d) la adjudicación por procedimiento restringido entre los promotores sociales preferentes para la promoción concertada de viviendas protegidas sobre suelos procedentes de los patrimonios públicos de suelo con calificación adecuada a ese fin. La convocatoria deberá motivarse por razones de interés público para dar respuesta a necesidades de vivienda de colectivos específicos, que hayan de atenderse mediante tipologías adecuadas de vivienda protegida de escasa oferta en el ámbito de demanda en el que se ubiquen. 

Esta última es la reforma de la Ley 24/2003 más significativa máxime, si tenemos en cuenta que inserta en nuestro ordenamiento jurídico autonómico el procedimiento restringido de adjudicación de suelos del patrimonio de suelo.

- Decreto 132/2010, de 6 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón. (BOA núm.141 de 20 de julio).

Según dispone el artículo 2 del reglamento, el Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón (COTA) es el órgano colegiado de tipo representativo y con funciones consultivas para la coordinación de los interesas territoriales públicos y privados que confluyen en el territorio de la CA.

En el artículo 14 se le atribuyen las competencias, que derivan de la Ley 4/2009, de junio, de ordenación del territorio de Aragón (LOTA) y en el 15 las que dimanan de otras leyes.

Derivadas de las atribuciones que hace la LOTA ostenta las siguientes competencias: emitir informe sobre los instrumentos de ordenación territorial elaborados por la CA, según lo establecido en la ley en el artículo 9.5.a) con carácter general, en el artículo 19.5 para la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón, en el artículo 23.5 para las Directrices de ordenación territorial y en el artículo 29.6 para los programas de gestión territorial; emitir informe territorial sobre los planes y proyectos de interés general de Aragón y; en las convocatorias públicas de selección de la ubicación de planes o proyectos de interés general de Aragón; emitir informe territorial sobre los planes, programas y proyectos con incidencia territorial; sobre los planes generales de ordenación urbana de los municipios capitales de provincia, los planes conjuntos de varios municipios de distintas provincias y los planes de aquellos municipios que por razón de su incidencia territorial se determinen por informe conjunto de los departamentos competentes en materia de urbanismo y de ordenación del territorio, evacuar las consultas que le sean requeridas por la Comisión Delegada del Gobierno para la política territorial o cualquier Consejero del Gobierno de Aragón y emitir informe sobre los proyectos de modificación del anexo de la LOTA, según lo establecido en su disposición adicional quinta.

De conformidad con lo establecido en otras leyes, al COTA le corresponden las siguientes atribuciones: emitir informe en la elaboración de un plan de parque cultural; en relación con los expedientes de declaración y pérdida de la condición de espacio natural protegido y en los expedientes de declaración de áreas naturales singulares; en el procedimiento de elaboración de los planes territoriales del patrimonio cultural aragonés; en el procedimiento de elaboración de planes sobre abastecimiento, saneamiento y depuración de aguas residuales, en el procedimiento de elaboración de las directrices parciales sectoriales de ordenación de los recursos turísticos; en los procedimientos de elaboración de las directrices y proyectos de interés general de Aragón previstos en la Ley 12/2006, de 27 de diciembre, de regulación y fomento de la actividad industrial de Aragón; y en los expedientes de solicitud de creación y explotación y los proyectos de ordenación de un centro de ocio de alta capacidad.

Para el estudio y preparación de los asuntos que deban ser sometidos a la consideración del COTA, se podrán constituir ponencias técnicas integradas por miembros del propio Consejo o por personas expertas.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Ley 2/2010, d e13 de mayo, de Comercio de Castilla-La Mancha. (DOCM núm. 97, de 21 de mayo).

De esta ley destacamos su Título II relativo a los grandes establecimientos comerciales, entendiendo por tales aquellos que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta superior a 2.500 m2.Dicho umbral se fija considerando que a partir de dicha superficie los establecimientos comerciales tienen un efecto supramunicipal y generan impacto ambiental y territorial, por lo que transcienden las posibilidades de control del correspondiente municipio y su instalación debe ser sometida a control autonómico.

Para la apertura e instalación de dichos establecimientos se requiere, por tanto, la emisión de un informe preceptivo y vinculante por parte de la Comisión de grandes establecimientos comerciales, que se crea mediante esta ley y está formada por los directores generales de la administración autonómica competentes en materia de comercio, urbanismo, ordenación del territorio, vías pecuarias, patrimonio histórico artístico y sostenibilidad ambiental.

El informe comercial, con carácter general, deberá emitirse atendiendo a criterios basados en razones imperiosas de interés general vinculados con la cohesión y ordenación territorial, la protección del medio ambiente, el respeto de la normativa urbanística, la conservación del patrimonio histórico artístico y alcanzará el espacio físico de implantación o ampliación, evitando la instalación de equipamientos aislados no articulados en la trama urbana consolidada, así como los desplazamientos ineficientes y medioambientales sostenibles.

El procedimiento para la instalación del establecimiento se inicia mediante la solicitud de licencia urbanística en el ayuntamiento correspondiente, quien trasladará la documentación a la Consejería competente en materia de comercio junto con un certificado que acredite la conformidad del establecimiento proyectado con la ordenación urbanística. Recibida la documentación se eleva a la Comisión para su estudio e informe, informe que deberá ser emitido en el plazo de dos meses y cuyo silencio es positivo.

- Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. (DOCM núm. 97, de 21 de mayo).

La Ley 2/2009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo, en su disposición final segunda, autorizó al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de un año desde su entrada en vigor, elaborara y aprobara un texto único del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística que incorporara las modificaciones introducidas por esta ley.

Salvo la incorporación de las determinaciones de la Ley 2/2009, habilitadora de la refundición, este texto no puede, como no podía ser de otra manera, realizar innovaciones.

Deroga expresamente el Decreto legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprobó el Texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, las Leyes 7/2005, de 7 de julio y 12/2005, de 27 de diciembre, ambas de modificación del Decreto Legislativo 1/2004 y la Ley 2/2009, de 14 de mayo.

Mantienen su vigencia, en cuanto no se opongan a esta ley o a sus normas de desarrollo las siguientes disposiciones:

· Decreto 87/1993, de 13 de julio, modificado por Decreto 58/1994, de 21 de junio, sobre catálogos de uso residencial.

· Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de suelo Rústico de la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, Decreto, que como luego veremos, ha sido modificado por el Decreto 177/2010, de 1 de julio. 

· Decreto 248//2004, de 14 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística.

· Decreto 124/2006, de 19 de diciembre, de Transparencia Urbanística.

· Decreto 35/2008, de 11 de marzo, por el que se regulan los órganos en materia de ordenación territorial y urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, modificado por el Decreto 83/2009, de 23 de junio y por el  Decreto 177/2010, de 1 de julio que se analizará con posterioridad.

· Decreto 83/2009, de 23 de junio, por el que se establecen medidas de agilización y apoyo a los municipios en la concertación administrativa de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, y

· Orden de 31 de marzo de 2003, de la Consejería de Obras Públicas, por la que se aprueba la Instrucción Técnica de Planeamiento sobre determinados requisitos sustantivos que deberán cumplir las obras, construcciones e instalaciones en suelo rústico.

- Decreto 72/2010, de 25 de mayo, por el que se modifica el Decreto 173/2009, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el V Plan Regional de Vivienda y Rehabilitación de Castilla-La Mancha 2009-2010. (DOCM núm. 102, de 28 de mayo).

- Decreto 177/2010, de 1 de julio, por el que se modifica el Reglamento de Suelo rústico, aprobado por Decreto 242/2004, de 27 de julio. (DOCM núm. 128, de 6 de julio).

Como hemos señalado la Ley 2/20009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo, introdujo una serie de innovaciones en la normativa urbanística que conllevaron la elaboración de un texto refundido de la ley de ordenación del territorio y la actividad urbanística, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo. Dicha modificación debe tener continuidad en las normas de rango reglamentario que lo desarrollen, entre ellas, el reglamento de suelo rústico.

Las innovaciones de la Ley 2/2009 se referían fundamentalmente a las actuaciones urbanizadoras promovidas en suelo rústico de reserva (suelos que no se adscriben a la categoría de suelo rústico no urbanizable de especial protección) a través de la figura de la consulta de viabilidad y, a la documentación que debía ser aportada junto con los proyectos de usos, actividades e instalaciones a implantar en esta clase de suelo, introduciendo el informe de sostenibilidad económica de la actuación, con especial referencia a la implantación y mantenimiento de las infraestructuras y dotaciones, a la puesta en marcha y prestación de los servicios públicos correspondientes, así como la conservación de las obras de urbanización y el compromiso de aportaciones suplementarias al patrimonio municipal de suelo para garantizar la especial participación pública en las plusvalías que se generen.

Por otro lado, se introducen innovaciones en cuestiones relativas a los usos permitidos en el suelo rústico de especial protección, a la posibilidad de instalación de industrias aisladas, respecto al riesgo de formación de núcleos de población en esta clase de suelo, o la liquidación del canon urbanístico.

Para todos los actos previstos en suelo rústico relacionados con usos industriales, terciarios y dotacionales de carácter privado, ya se realicen en suelo de reserva o no urbanizable de especial protección, se prevé que la resolución municipal de otorgamiento de la licencia fije el importe que deba satisfacerse en concepto de canon (2% del importe total de la inversión en obras, construcciones e instalaciones que se van a ejecutar) de participación municipal en el uso o aprovechamiento atribuido por la calificación. Dicho canon se devenga de una sola vez y la reforma operada se refiere a la liquidación del mismo, estableciendo una liquidación provisional o a cuenta, en función del presupuesto de ejecución por contrata y una liquidación definitiva, una vez finalizada la obra, que deberá tener en cuenta el importe real de la inversión, mediante la oportuna comprobación administrativa.

Por último, se modifican diversos preceptos del Decreto 35/2008, de 11 de marzo, por el que se regulan los órganos en materia de ordenación territorial y urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, con el objetivo fundamental de incorporar a éste las principales novedades propiciadas por la Ley 2/2009, en particular, lo referente a la figura de los Planes de Singular Interés, atribuyendo la aprobación definitiva de los mismos al Consejo de Gobierno, la aprobación inicial al Consejero y los informes previos que deben emitirse en ambas aprobaciones bien, a la Comisión Regional o a las Comisiones Provinciales.

- Decreto 178/2010, de 1 de julio, por el que se aprueba la Norma Técnica de Planeamiento para homogenizar el contenido de la documentación de los planes municipales. (DOCM núm. 129, de 7 de julio).

El principal objetivo de la misma es especificar el contenido de los distintos documentos integrantes de los planes municipales con el fin de facilitar su redacción, tramitación, divulgación y acceso organizado de su información para su integración en la infraestructura de datos espaciales de Castilla-La Mancha, de manera que puedan coordinarse dichos datos y servir en el sistema de información del Catastro y de los Registros de la Propiedad.

A tal efecto la Norma Técnica de Planeamiento fija:

· Los criterios de homogenización para la estructura normativa y la representación gráfica de los planes, tanto en soporte papel, como digital.

· Los requisitos técnicos mínimos para la entrega de la documentación en las distintas fases de elaboración de los planes, y

· Las referencias cartográficas que deben utilizarse como base del planeamiento.

L) CANARIAS.

- Decreto 47/2010, de 6 de mayo, que modifica el Decreto 135/2009, de 20 de octubre, por el que se regulan las actuaciones del Plan de Vivienda de Canarias para el período 2009-2012, así como otras normas en materia de vivienda. (DOC núm. 95, de 17 de mayo). 

M) NAVARRA

- Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del derecho a la vivienda de Navarra. (BON núm. 60, de 17 de mayo).

Como aspectos novedosos de la ley destacan: el establecimiento de un solo tipo de vivienda de protección oficial; la ampliación de las causas expropiandi por incumplimiento de la función social de la propiedad; la posibilidad que se les brinda a las entidades locales para que, en promociones de vivienda que se lleven a cabo sobre suelo de titularidad municipal, puedan adquirir hasta el 15% del total de las viviendas de la promoción para alquilarlas o cederlas, al menos durante un período de 5 años, de acuerdo con sus objetivos de política de vivienda; la modificación operada en el artículo 52 de la Ley Foral 35/2002, de ordenación del territorio y urbanismo con el fin de ampliar el estándar mínimo de vivienda protegida y, el estudio que sobre la demanda de vivienda protegida existente, los ayuntamientos deberán incorporar como documentación exigible en el momento de aprobar inicialmente la revisión del plan general.

Una vez apuntadas, pasamos a comentar sus aspectos más significativos:

Se establece un solo tipo de vivienda protegida para facilitar la integración social y evitar la segregación de personas por sus niveles de renta, previéndose un incremento de subvenciones para compensar la desaparición del régimen especial a los sectores de rentas más bajas.

Podrá acudirse al procedimiento de expropiación forzosa, por incumplimiento de la función social de la propiedad, cuando concurran algunas de las siguientes causas: 

· desatender un requerimiento para destinar efectivamente la vivienda protegida a domicilio habitual y permanente;

· no destinar la vivienda protegida a domicilio habitual y permanente durante un plazo superior a un año sin haber obtenido la perceptiva autorización administrativa de desocupación y,

· falsear los datos exigidos para acceder a la vivienda protegida.

Puede arbitrarse también el procedimiento expropiatorio cuando se incumplan los plazos para urbanizar o edificar terrenos destinados a vivienda protegida previstos en el plan general del municipio donde radiquen los terrenos o, en su defecto, los establecidos en la Ley 35/2002, de ordenación del territorio y urbanismo.

El título habilitante de la expropiación será la resolución firme en vía administrativa que acuerde la sanción por la comisión de la infracción tipificada en la ley de vivienda, siempre y cuando se haya señalado expresamente que se acudirá a tal procedimiento como medida complementaria.

Asimismo podrá ser causa justificativa de la expropiación forzosa la necesidad de adaptar, en las edificaciones de uso predominantemente residencial y en los términos requeridos por la ordenación urbanística, los servicios e instalaciones precisas para hacer efectiva la accesibilidad universal y de diseño prevista en la legislación sectorial aplicable. 

En este supuesto, la administración expropiante es el ayuntamiento correspondiente, y el beneficiario la comunidad de propietarios o quien ostente mayoría suficiente para ejecutar las obras en cuestión. El proyecto que incluya la previsión de la expropiación debe tramitarse mediante un plan especial cuya aprobación lleva implícita la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y derechos afectados. 

De otro lado, la disposición final primera modifica el artículo 52 de la Ley Foral 35/2002 con la finalidad de ampliar el estándar mínimo de vivienda protegida hasta alcanzar el 70% en los planes generales de los municipios incluidos en el ámbito del planeamiento supramunicipal de la comarca de Pamplona. No obstante se prevé que cuando la actuación de urbanización sea objetivamente inviable, el porcentaje del 70% se podrá reducir al 50%.

Para el resto del territorio se mantiene el 50% pero cabe excepcionar su cumplimiento, por parte del Departamento competente en materia de vivienda, en los ayuntamientos de más de 10.000 habitantes que no estén incluidos en el ámbito supramunicipal citado, cuando se justifique que la necesidad de vivienda protegida no es necesariamente correlativa a la edificabilidad residencial prevista y cuando el incremento del número de viviendas propuesto sea igual o inferior a 20 y afecte a suelos clasificados como urbano consolidado.

También se añade una disposición adicional décima a la citada Ley Foral 35/2002 que lleva la rúbrica “criterios mínimos de sostenibilidad” y supone el ejercicio de la potestad señalada en el artículo 15.6 del RDL 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de suelo. Así, se indica que se entenderá que una actuación de urbanización obliga a revisar el planeamiento del municipio o del ámbito superior en el que se integre, cuando como resultado de las condiciones o determinaciones impuestas por la declaración de impacto ambiental, el Departamento competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo constate que la actuación propuesta es contraria al modelo de ocupación y desarrollo de todo el ámbito territorial que se pretende modificar. 

N) EXTREMADURA

- Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE núm. 120, de 24 de junio).

Dado que esta normativa será objeto de un estudio pormenorizado en el informe relativo a medio ambiente , nos limitamos a indicar que la presente ley sigue, en lo que al ámbito urbanístico se refiere, la estela de las leyes aprobadas por otras Comunidades Autónomas y de este modo, dentro de la evaluación ambiental estratégica de los planes y programas, incluye a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, siempre que establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a evaluación de impacto ambiental ordinaria o lo requieran de conformidad con la normativa reguladora de la Red Ecológica Europea Natura 2000, regulada en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad.

Se entiende que tienen efectos significativos sobre el medio ambiente: las Directrices de ordenación territorial, los Planes Territoriales, los proyectos de interés regional, los planes generales municipales, las normas subsidiarias de planeamiento, y los planes parciales y especiales que desarrollen planeamiento general que no haya sido objeto de evaluación ambiental.

- Decreto 160/2010, de 16 de julio, por el que se regula el procedimiento para la autorización de las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de la energía eólica, mediante parques eólicos, en la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE núm.139, de 21 de julio).

De los 22 artículos de la norma sólo el 15 se refiere a la habilitación urbanística.

Se establece como requisito necesario, para la autorización administrativa y aprobación del proyecto de ejecución por parte del órgano correspondiente de la CA, que éste se adecue al planeamiento urbanístico vigente en el área ocupada por la planta del parque eólico.

La acreditación del cumplimiento de este requisito difiere si la implantación se prevé en un municipio de menos de 20.000 habitantes y en suelo no urbanizable común o, si esta va a realizarse en suelo no urbanizable protegido. Así, si la planta de un parque eólico está situada, total o parcialmente, en un municipio que ostenta la competencia para otorgar la calificación urbanística contemplada en la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del suelo y ordenación territorial de Extremadura, la declaración de impacto ambiental no implica la citada calificación urbanística de los terrenos; en el resto de los casos, la acreditación de la idoneidad urbanística de los terrenos donde se ubica la planta, debe ajustarse a lo establecido en el Decreto 56/2008, de 28 de marzo, por el que se establece la habilitación urbanística de suelos no urbanizables para instalaciones de energía eléctrica a partir de la energía eólica y, por ello, la declaración de impacto ambiental implica la calificación urbanística de dichos terrenos.

En cualquier caso, la acreditación de la adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico no exime del deber del pago del canon urbanístico, cuya fijación corresponde a los municipios, por cuantía mínima del 2% del importe total de la inversión a realizar para la ejecución de las obras, construcciones e instalaciones, y de la preceptiva licencia urbanística municipal.

- Ley 7/2010, de 19 de julio, de modificación de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de comercio de la Comunidad Autónoma de Extremadura (DOE núm. 140, de 22 de julio). Publicada corrección de errores DOE núm. 195, de 8 de octubre.

En lo que afecta al ámbito urbanístico, esta ley sigue la tónica general de las modificaciones efectuadas en las legislaciones del resto de las Comunidades Autónomas en materia de comercio, como consecuencia de la Directiva de Servicios.

Así, conceptúa como grandes superficies comerciales aquellas que posean una superficie de venta igual o superior a 2.500 m2, limitando a éstas la exigencia de informe preceptivo y vinculante de la Consejería competente en materia de comercio. Dicho informe se integra en el procedimiento de concesión de las licencias municipales y se entiende favorable por el transcurso de tres meses sin haber sido evacuado.

Las implantaciones de grandes superficies comerciales solo pueden proyectarse sobre suelo calificado de uso comercial y, en el caso de que se prevean sobre suelo que deba ser objeto de una previa modificación del planeamiento debe valorarse motivadamente, la inexistencia de suelo alternativo susceptible de uso comercial al de la implantación proyectada, particularmente en áreas de reforma interior existentes en tramas consolidadas.

- Decreto 178/2010, de 13 de agosto, por el que se adoptan medidas para agilizar los procedimientos de calificación urbanística sobre suelo no urbanizable. (DOE núm. 160, de 19 de agosto).

El régimen urbanístico del suelo no urbanizable (cuando no se sujete a especial protección) se articula en dos planos: el que integra las facultades de usar el terreno conforme a su destino primario y natural, y el que incorpora ya la posibilidad de la realización de obras o la implantación de usos que suponen un específico aprovechamiento urbanístico, acordes en todo caso con el carácter del suelo no urbanizable.

A este último efecto, la ley del suelo y ordenación territorial de Extremadura requiere una decisión expresa de atribución positiva del pertinente aprovechamiento al suelo concreto, es decir, una específica calificación con carácter previo a la autorización de las obras o de los usos correspondientes mediante licencia.

El presente Decreto tiene por objeto el establecimiento de medidas dirigidas a agilizar los procedimientos de calificación urbanística sobre suelo no urbanizable protegido de cualquier municipio y, común en municipios de menos de 20.000 habitantes, que son los que deben ser tramitados por la Consejería correspondiente dado que la competencia para calificar el resto de los supuestos corresponde a los municipios.

La presente norma prevé medidas dirigidas a evitar la duplicidad de trámites en aquellos procedimientos de calificación urbanística sujetos a evaluación ambiental como, por ejemplo, el sometimiento por dos veces a información pública y, posibilita el otorgamiento condicionado de la calificación urbanística cuando el proyecto deba adaptarse a condiciones urbanísticas de fácil cumplimiento técnico que no alteren de forma sustancial la solicitud inicial. 

- Ley 9/2010, de 18 de octubre, de modificación de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del suelo y ordenación territorial de Extremadura. (DOE núm. 202, de 20 de octubre).

Las razones de la modificación legal se agrupan en dos bloques: la adecuación a las prescripciones del RDL 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de suelo estatal, y la adecuación de algunas técnicas instrumentales a la realidad cambiante del sector inmobiliario, así como la aclaración de algunas disposiciones que han dado lugar a interpretaciones contradictorias. 

La adaptación al marco legal estatal da lugar a dos tipos de modificaciones derivadas, bien de la incorporación de procedimientos que refuerzan la participación pública en la elaboración de los instrumentos de ordenación y ejecución urbanística, bien de la innovación del régimen de derechos y deberes de la propiedad del suelo y de la promoción de actuaciones urbanísticas.

Así, se introducen nuevas exigencias relativas a la elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, se precisan los límites del régimen de los convenios urbanísticos de planeamiento y ejecución y se establecen como documentos preceptivos, que deben contener  los instrumentos de ordenación, los estudios económicos financieros y los de sostenibilidad ambiental.

De otro lado, se cuantifica, siguiendo la horquilla prevista en el texto refundido estatal, entre el 5% y el 15%, el aprovechamiento correspondiente a la administración actuante, según el tipo de actuación, y el porcentaje de aprovechamiento residencial que debe reservarse para la construcción de viviendas protegidas.

Se operan otra serie de reformas puntuales que responden a la adaptación de la ley a la realidad socio económica y al análisis de la experiencia aplicativa de la misma. Así se establece una nueva regulación de los usos y actividades en suelo no urbanizable, se modifican disposiciones relativas a los proyectos de interés regional (PIR), se instaura un régimen aplicable al planeamiento y ejecución urbanística en pequeños municipios; se otorga un tratamiento especifico a las denominadas urbanizaciones residenciales de carácter autónomo y se faculta a los municipios para que mediante el planeamiento municipal y con sujeción a determinadas reglas pueda regularizar urbanizaciones clandestinas e ilegales.

Pasamos a comentar con más detalle las innovaciones más importantes:

En suelo no urbanizable, siempre que la ordenación territorial y urbanística no lo prohíba, se permite el uso residencial no vinculado a la explotación agrícola, pecuaria o forestal previa calificación urbanística (el procedimiento de calificación urbanística se regula en el Decreto 178/2010, de 13 de agosto, al que nos hemos referido con anterioridad), que debe efectuar bien el municipio bien la Consejería competente en la materia, ésta última, cuando se prevea la ejecución o la implantación del uso residencial en suelo no urbanizable protegido de cualquier municipio o no urbanizable común en municipios de menos de 20.000 habitantes. Dicha calificación es previa a la licencia municipal y los interesados deben, una vez otorgada la licencia, prestar garantía a la administración municipal, por importe mínimo del 3% del coste de las obras o de los trabajos a realizar, sin cuyo requisito no podrá darse comienzo a la ejecución de las obras, ni son eficaces los actos de calificación urbanística ni la licencia que legitimen éstas. Asimismo, el municipio debe fijar el canon urbanístico que debe satisfacerle el solicitante de la licencia, que no puede ser inferior al 2% del importe total de la inversión a realizar para la ejecución de las obras, en concepto de participación en el aprovechamiento urbanístico otorgado por la calificación o, en su caso, con carácter sustitutivo, previa adopción del acuerdo expreso por el Pleno del Ayuntamiento, la entrega gratuita de terrenos de valor equivalente.

Los proyectos de interés regional (PIR), que están jerárquicamente subordinados a las Directrices de Ordenación Territorial y a los Planes Territoriales, pueden desarrollarse en cualquier clase de suelo. Su aprobación definitiva determina, en su caso, la clasificación y calificación urbanística de los terrenos a que afecten, conforme a los destinos en ellos previstos, quedando adscritos los que se destinen a uso dotacional público, en todo caso, a los sistemas generales de la ordenación establecida por el planeamiento municipal.

Los PIR pueden tener por objeto un amplio abanico de obras, instalaciones o infraestructuras. Su regulación es muy parecida a la vigente en nuestra Comunidad Autónoma pero, en nuestra opinión, resulta más respetuosa con la autonomía municipal. Así, los PIR cuyo objeto sea las obras, construcciones o instalaciones, incluida la urbanización complementaria que precisen, que sirvan de soporte o sean precisas para la ejecución de la política o programación regional en materia de vivienda sujetas a algún régimen de protección pública o de dotaciones o equipamientos educativos, de salud, deportivos etc., deben justificar la insuficiencia de suelo con la calificación y clasificación idónea conforme al planeamiento en vigor y, tratándose del cumplimiento de los objetivos en materia de vivienda, además , la existencia de un desequilibrio entre el número de demandantes según los datos oficiales, y el de viviendas de estas características ofertadas en los cuatro años inmediatamente anteriores a la aprobación inicial del correspondiente PIR.

En caso de existencia de suelo ya clasificado con la calificación idónea, la Junta de Extremadura puede proceder a la aprobación inicial del PIR, siempre que, habiendo practicado requerimiento al municipio para que se lleve a cabo la ejecución del planeamiento, haya transcurrido sin efecto el plazo concedido.

Como determinación obligatoria los PIR deben identificar las dificultades e inconvenientes que para la realización de su objeto ofrezca la ordenación urbanística en vigor aplicable a los terrenos comprendidos por el proyecto, en cuanto a clasificación y calificación del suelo, incorporando, en su caso, un documento técnico de propuesta de modificación o revisión, según proceda, del planeamiento urbanístico vigente para facilitar la tramitación de la modificación que el proyecto comporte. Cuando la alteración prevista pueda originar dificultades en la correcta aplicación de la ordenación urbanística municipal, en el período que medie entre la aprobación del proyecto y la aprobación de la modificación de aquella ordenación, deben incluirse, además, las previsiones estrictamente indispensables para resolverlas que formaran parte de la ordenación urbanística municipal, a título de normas transitorias complementarias, hasta que tenga lugar la adaptación de ésta.

La Consejería competente puede otorgar líneas de ayuda a los municipios cuya ordenación deba ser adaptada como consecuencia de un PIR, para la elaboración de los instrumentos precisos para la modificación o, en su caso, revisión del planeamiento general en ellos vigente. 

En la disposición adicional tercera se regula el régimen de planeamiento y ejecución de los pequeños municipios, entendiendo por tales los que tengan una población igual o inferior a 2.000 habitantes de derecho (en nuestra CA se considera como tales a los que tiene una población inferior a 1.000). Estos pueden optar por un planeamiento general y un sistema de ejecución del mismo simplificado que se rige, entre otras, por las siguientes reglas: en el suelo urbano no consolidado sujeto a unidades de actuación y en el suelo urbanizable, las reservas de suelo para dotaciones públicas excluido el viario, de entrega obligatoria y gratuita a la administración, será del 15% de la superficie de la unidad de actuación correspondiente, y se podrá concentrar en el uso público que el municipio determine, incluidas las zonas verdes (en nuestra CA, puede no atenderse, justificativamente, y en función de las necesidades del municipio de que se trate, a los módulos de reserva de terrenos destinados a parques, jardines y espacios libres públicos). Las dotaciones pueden situarse fuera del ámbito de las unidades de actuación o ser sustituidas por su valor en metálico, en este caso mediante acuerdo motivado que justifique su conveniencia y, los ayuntamientos están obligados a destinar los fondos así obtenidos a la adquisición de suelos precisos para las dotaciones públicas necesarias. 

La ejecución de la ordenación urbanística tanto en suelo urbano, consolidado o no, como del urbanizable, puede llevarse a cabo por el sistema de obras públicas ordinarias, siempre que la superficie total de la actuación no supere los 5.000 m2.La superficie total del suelo urbano no consolidado y del urbanizable, en su conjunto, no puede superar el 50% de la correspondiente al suelo urbano consolidado. Este límite puede excepcionarse mediante resolución del Consejero competente, cuando se pretenda la reclasificación de suelo a los efectos de instalar urbanizaciones residenciales de carácter autónomo a las que hace referencia la disposición adicional cuarta, que pasamos a comentar.

El planeamiento general municipal puede prever urbanizaciones residenciales de carácter autónomo con el único objeto de atender la demanda de viviendas, destinadas principalmente a su ocupación temporal o estacional cuando, con carácter previo a su primera formulación o a la de su modificación o revisión, el municipio haya obtenido por parte del Consejero competente declaración de viabilidad de la actuación basada en criterios de sostenibilidad y de ordenación territorial.

El régimen de estas urbanizaciones debe ajustarse a las siguientes especialidades: todas las infraestructuras, servicios y dotaciones requeridas deben resolverse autónomamente por los propietarios afectados (que deben constituir obligatoriamente una entidad urbanística de conservación), salvo, como mínimo, el 50% de la correspondiente a equipamientos públicos. Las reservas de suelo para dotaciones públicas pueden establecerse, en forma discontinua, en el núcleo principal e, incluso, sustituirse por su valor en metálico cuando el ayuntamiento las aporte o asuma su obtención en el citado núcleo; las reservas para suelo destinado a la construcción de viviendas protegidas deben establecer de manera discontinua en el núcleo urbano y el desarrollo urbanístico no puede superar una edificabilidad de 0,25 m2 de techo por m2 de suelo, ni superar las dos plantas las edificaciones de uso residencial.

Por último, la disposición adicional quinta prevé la regularización de las urbanizaciones clandestinas o ilegales ejecutadas en suelo no urbanizable con anterioridad a la entrada en vigor de esta norma. El procedimiento se inicia mediante declaración de viabilidad de la actuación por parte de la Consejería competente.

La regularización conlleva la reclasificación del suelo a suelo urbanizable o a urbano no consolidado, según proceda en función del grado de urbanización y edificación alcanzado, con sometimiento al correspondiente régimen urbanístico del suelo e imposición de la ejecución de las obras oportunas. 

La regularización no puede implicar, en ningún caso, la exención total o parcial a los propietarios de los deberes o cargas legales así como de la obligación de obtener licencia municipal para su legalización.

Para el mantenimiento de la urbanización y restantes dotaciones públicas de las actuaciones objeto de regularización, debe constituirse en todos los casos, una vez ejecutadas las obras derivadas de dicha regularización, la pertinente entidad urbanística de conservación, que integrará con carácter forzoso a todos los propietarios afectados. Los Ayuntamientos no pueden asumir su mantenimiento sino tras haber transcurrido diez años desde la constitución de la correspondiente entidad de conservación.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 8/2010, de 27 de julio, de medidas para la revalorización integral de la playa de Palma. (BOIB núm. 112, de 29 de julio). 

Esta ley tiene por objeto definir y regular las actuaciones u operaciones de revalorización y rehabilitación integral de la playa de Palma y de los instrumentos de ordenación y gestión necesarios para ello. 

La delimitación de la playa de Mallorca abarca los términos municipales de Palma y Llucmayor y los instrumentos de ordenación y gestión que se establecen sólo son aplicables al mencionado ámbito territorial.

La entidad actuante es el Consorcio de la playa de Palma, formado por una representación paritaria del Gobierno de España, el Gobierno de las Islas Baleares, el Ayuntamiento de Palma y el Ayuntamiento de Llucmayor.

Las actuaciones a que se refiere esta ley deben llevarse a cabo mediante un Plan de naturaleza territorial que, puede determinar criterios especiales en materia de ordenación territorial y modificar los instrumentos de ordenación urbanística de los municipios afectados, sean del rango que sean, que deberán incorporar las previsiones del mencionado plan con ocasión de su primera revisión. 

El plan debe estar compuesto por los documentos que la legislación urbanística exige para los planes generales municipales y, en el estudio económico financiero, deben describirse las aportaciones de las distintas administraciones participantes en su ejecución.

En materia de suelo, el plan debe impedir el desarrollo injustificado e insostenible de nuevos crecimientos urbanos y establecer la rehabilitación urbana integrada del ámbito como línea de actuación preferente. El parque de viviendas sólo puede incrementarse en nuevos suelos si se justifica en la necesidad de asentar personas residentes afectadas por operaciones no relocalizables en su ámbito original y por operaciones de esponjamiento.

El plan debe ejecutarse mediante los sistemas de ejecución del planeamiento previstos en la legislación urbanística, incluida la posibilidad de que el Consorcio suscriba convenios urbanísticos con los propietarios afectados o con empresas urbanizadoras. El Consorcio debe aprobar los proyectos de ejecución, tanto de urbanización como de distribución de beneficios y cargas y, si procede, el de expropiación. El otorgamiento de las licencias de edificación y uso del suelo corresponde al ayuntamiento de Palma o al de Llucmayor, respectivamente. 

- Ley 10/2010, de 27 de julio, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general en materia de ordenación territorial, urbanismo e impulso a la inversión. (BOIB núm. 115, de 5 de agosto). Publicada corrección de errores BOIB núm. 150, de 19 de octubre.

Esta ley proviene del Decreto-Ley 1/2010, de 26 de marzo, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general, que el Parlamento resolvió se tramitase como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia. De otro lado, dado que el Decreto-Ley 4/2009, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia de ordenación del territorio y medio ambiente (BOIB núm.174, de 28 de noviembre) no fue convalidado y, por lo tanto, fue derogado, se introduce en la misma alguna de las medidas que en aquel se contemplaban.

La presente Ley introduce reformas legales puntuales. Los artículos 1 y 2 afectan de forma directa a la delimitación y a la ordenación de espacios dotacionales de ámbito supramunicipal. En la isla de Ibiza habilita un posible espacio para la ubicación de la depuradora de la ciudad, un sistema general de equipamiento e infraestructura supramunicipal. En Menorca, posibilita la expropiación del acceso al centro de interpretación de la reserva de la biosfera como equipamiento público de carácter insular. 

El artículo 3 prevé una solución para los ámbitos de suelo urbano y urbanizable ejecutados sin alcantarillado y que en la actualidad están paralizados por la imposibilidad de otorgar nuevas licencias, certificados de final de obra o cédulas de habitabilidad. La previsión sólo afecta a sectores con uso predominantemente residencial y tipología unifamiliar aislada y siempre habrá un control previo de la administración competente en materia hídrica. 

Se pueden otorgar las licencias siempre que se prevean sistemas provisionales de depuración de aguas residuales de carácter individual como depuradoras de agua o fosas sépticas estancas homologadas pero, deben respetarse una serie de plazos. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley, los ayuntamientos deben aprobar definitivamente el proyecto de urbanización que incluya el sistema de alcantarillado y su conexión a los sistemas generales de depuración y las obras deben ejecutarse en el plazo de dos años. Al finalizar este último plazo todas las edificaciones deberán de haberse conectado al servicio de alcantarillado.

El artículo 11 establece que el planeamiento general puede ordenar directamente sin necesidad de posterior tramitación de planeamiento de desarrollo, los terrenos que clasifique como suelo urbanizable en los casos en que, en cada ámbito así clasificado, al menos las dos terceras partes de su superficie bruta se destine a usos dotacionales o de infraestructuras de cesión obligatoria o a su incorporación al patrimonio municipal del suelo.

Por último, resulta destacable la modificación que el art. 14 efectúa en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 8/1988, de 1 de junio, de edificios e instalaciones fuera de ordenación. 

Quedan en situación de fuera de ordenación las construcciones e instalaciones siguientes:

a) Aquellas que de conformidad con el planeamiento vigente quedan sujetas a expropiación, cesión obligatoria y gratuita o derribo. En esta situación no se pueden autorizar obras de consolidación, de aumento de volumen ni de modernización. Si serán autorizables las reparaciones que exija la salubridad pública, la seguridad y la higiene pero, con renuncia expresa a su posible incremento de valor de expropiación.

b) Aquellas edificaciones o construcciones ejecutadas sin licencia o con licencia anulada aunque haya transcurrido el plazo de prescripción de la demolición. En esta situación no puede realizarse obra alguna.

c) Aquellas edificaciones o construcciones implantadas legalmente en las que se hayan ejecutado obras de ampliación o reforma sin contar con licencia o cuando esta haya sido anulada. En este caso son autorizables las obras de salubridad, seguridad, higiene, reparaciones y consolidaciones, siempre que no afecten a la parte de la edificación o construcción realizada ilegalmente También pueden autorizarse las obras necesarias para el cumplimiento de las normas de prevención de incendios, instalaciones propias de la edificación, instalaciones para el cumplimiento del CTE y las de adaptación al reglamento de supresión de barreras arquitectónicas.

En ningún caso la situación de fuera de ordenación de una edificación o instalación, vincula a la parcela en la que esté construida a los efectos de agotar los parámetros urbanísticos fijados en el planeamiento.

- Decreto 97/2010, de 30 de julio, por el cual se introducen medidas transitorias en el plan de vivienda de las Islas Baleares. (BOIB núm. 116, de 7 de agosto).

La principal medida adoptada es la prórroga de plazo, hasta el 31 de diciembre de 2010, ampliable mediante Orden del Consejero competente, para poder calificar como viviendas protegidas a aquellas viviendas libres que no tengan salida en el mercado inmobiliario, siempre que la licencia de obras se hubiese obtenido antes del 1 de septiembre de 2009. A efectos de superficies máximas, estas viviendas pueden tener hasta 120 m2 útiles, no obstante, a efectos de financiación, sólo son computables 90 m2. 

- Decreto 110/2010, de 15 de octubre, por el que se aprueba el reglamento para la mejora de la accesibilidad y la supresión de barreras arquitectónicas. (BOIB núm. 154, de 29 de octubre).

Este reglamento resulta de aplicación, entre otras, a todas las actuaciones públicas o privadas en materia de urbanismo y edificación, que estén sometidas a intervención administrativa por resultar precisa la obtención de la correspondiente licencia o autorización.

Concretamente, se aplica a las edificaciones y espacios públicos de nueva construcción, a los cambios de uso, reformas o rehabilitaciones integrales en edificios existentes y a los espacios públicos urbanizados y los elementos que los componen. 

El Título I regula las disposiciones sobre diseño y edificación para la mejora de la accesibilidad y la supresión de barreras arquitectónicas. Las barreras arquitectónicas pueden originarse en los elementos de urbanización y en el mobiliario urbano. A estos efectos, se considera elemento de urbanización cualquier componente de las obras de urbanización, es decir, las obras de pavimentación, abastecimiento, distribución de agua, de energía eléctrica, de gas, telefonía, alumbrado público, jardinería y todas las que materialicen las previsiones del planeamiento urbanístico.

Como obligación general se fija la necesidad de que todos los instrumentos de ordenación y de gestión urbanística, incluidos los proyectos de urbanización, deberán contener las prescripciones necesarias para garantizar las condiciones previstas en el reglamento y, se prescribe que los ayuntamientos y .el resto de las administraciones públicas cuando aprueben los citados instrumentos deben velar por el cumplimiento estricto de esta normativa.

En el capítulo II de este Título se establecen las disposiciones sobre edificaciones de uso y titularidad pública así como las relativas a las edificaciones de uso público y titularidad privada, distinguiendo según se trate de edificios destinados a uso comercial, administrativo, residencial, asistencial o docente.

El Decreto no resulta de aplicación  a las obras de nueva construcción y a las de reforma, rehabilitación integral y cambio de uso de edificios existentes, que tengan solicitada licencia urbanística a la entrada en vigor del reglamento ni a aquellas para las que se solicite la licencia municipal en el plazo de 1 mes desde la entrada en vigor. Estas obras deben empezar en el plazo máximo contemplado en la preceptiva licencia y, en su defecto, en el de 9 meses a contar desde su otorgamiento; en caso contrario, los proyectos deben ser adaptados al Decreto. 

P) MADRID

- Ley 3/2010, de 22 de junio, de instalaciones aeronáuticas de la Comunidad de Madrid. (BOCM núm. 154, de 29 de junio). Publicada corrección de errores BOCM núm. 171, de 19 de julio.

La Comunidad de Madrid tiene competencia ejecutiva de la legislación estatal en materia de aeropuertos y helipuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve el Estado.

Cabe distinguir los siguientes tipos de instalaciones:

1. Aeropuertos, aeródromos y helipuertos deportivos o no comerciales respecto de los cuales puede legislar la CA.

2. Aeropuertos y helipuertos, que desarrollan actividades comerciales en los que sólo puede legislar el Estado, y que a su vez, cabe separar en dos grupos:

a) Con calificación de interés general: en este caso el Estado puede reservarse su gestión directa o atribuírsela a la CA.

b) Sin calificación de interés general: estas instalaciones podrán ser gestionadas por la CA, ejecutando la legislación estatal.

Pues bien, el objeto de la presente ley es regular la autorización, construcción, gestión y el uso de las instalaciones aeronáuticas de la CA, así como el régimen de inspección, y control de las mismas y de sus servicios complementarios y auxiliares. Resulta de aplicación a los aeródromos, helipuertos y aeropuertos ubicados en la CA que, no sean militares, no tengan la calificación estatal de interés general, ni desarrollen actividades comerciales.

Corresponde al Consejero competente en materia de transportes, conceder la autorización para la construcción, establecimiento y la apertura al tráfico de aeropuertos y aeródromos competencia de la CA, así como el cierre o cualquier modificación sustancial, con independencia del informe vinculante y el certificado de compatibilidad del espacio aéreo, que establece el artículo 9 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de seguridad aérea y del ejercicio de cualquier otra potestad del Estado.

Tienen la consideración de proyectos de excepcional interés público, a efectos de lo previsto en la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la CA de Madrid (exención de licencia municipal), aquellos que, en relación con las instalaciones aeronáuticas sean promovidos por la Consejería competente en materia de transporte, bien directamente, bien mediante cualquier organismo, ente o empresa pública creada a tal fin.

Con carácter general, las instalaciones aeronáuticas deben contar con un plan director en cuya tramitación deben incorporarse los informes perceptivos de las Consejerías competentes en materia de ordenación territorial, urbanismo, medio ambiente e infraestructuras, así como el informe vinculante de la Administración General del Estado. Debe someterse, asimismo, al procedimiento de evaluación ambiental y cuando se trate de instalaciones de titularidad pública, la aprobación del plan director comporta la declaración de utilidad pública, a efectos expropiatorios.

Q) CASTILLA-LEON

- Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma Técnica Urbanística sobre Equipamiento Comercial de Castilla León. (BOC y L núm. 144, de 28 de julio).

La Ley 16/2002, de 19 de diciembre, de comercio de Castilla y León, modificada por el Decreto-Ley 3/2009 para su adaptación a la Directiva de Servicios, dispensa un tratamiento especifico a los grandes equipamientos comerciales, a causa de los relevantes efectos que producen sobre la estructura urbana y la Directiva de servicios admite que se señalen criterios de carácter urbanístico para la implantación de actividades y servicios.

El Reglamento de Urbanismo, aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de enero, no define expresamente el equipamiento comercial, pero su disposición adicional única permite considerar los usos comerciales como equipamiento cuando se acredite su carácter de servicio básico a la comunidad, por tanto, el objeto de esta Norma es desarrollar la previsión reglamentaria, señalando criterios para concretar las determinaciones de los instrumentos de planeamiento urbanístico, en lo relativo a la ordenación de las dotaciones urbanísticas que conforman el equipamiento comercial, y en especial en cuanto a la ubicación y funcionalidad de los grandes establecimientos comerciales, todo ello con el fin de contribuir a un desarrollo equilibrado y sostenible.

Se señalan .los criterios para que el plan general ordene el equipamiento comercial y, así, se indica que todos los instrumentos de planeamiento general deben tomar decisiones sobre localización de equipamientos comerciales con criterios de proximidad y en coherencia con el modelo de ciudad compacta, haciendo compatible el uso comercial en los sectores con uso predominantemente residencial, en cuyas normas urbanísticas se debe admitir expresamente la compatibilidad del uso comercial al menos en la planta baja de los edificios de uso residencial colectivo y terciario. Estos sólo pueden implantarse en suelo urbano o urbanizable, (se prohibe expresamente en suelo rústico), en torno a la red principal y conectados a la misma, del tal manera que se permita una conexión con la red de transporte público técnica y económicamente viable, y deben situarse en emplazamientos en los que no exista riesgos de inundabilidad.

Los planes generales que prevean la implantación de grandes establecimientos comerciales deben incluir, además de la documentación señalada por la legislación urbanística, un estudio de movilidad y otro de la repercusión urbanística sobre el conjunto del término municipal y sobre los municipios del entorno.

Además de los informes preceptivos que señala la legislación urbanística, previamente a la aprobación inicial del plan general, deben solicitarse preceptivamente, el correspondiente a la Demarcación de Carreteras del Estado, respecto de la afección a la red de las carreteras de su titularidad y el de la Consejería de Fomento respecto de la afección a las carreteras autonómicas y la viabilidad de las redes de transporte público.

- Ley 9/2010, de 30 de agosto, del derecho a la vivienda de la Comunidad de Castilla-León. (BOC y L núm. 173, de 7 de septiembre).

Se señala en su Exposición de Motivos que la presente ley, junto con el resto de legislación en materia de urbanismo y ordenación del territorio, pretende constituir un cuerpo legislativo integral que contemple la vivienda desde sus múltiples perspectivas y ello, teniendo en cuenta que la vivienda exige un urbanismo eficiente e incide en la ordenación de espacios urbanos y, el urbanismo incide de manera decisiva en materia de vivienda ya que regula aspectos tan importantes como las reservas obligatorias de vivienda protegida en el planeamiento, así como la regulación completa de los patrimonios públicos de suelo.

La ley da protagonismo a las entidades locales en materia de vivienda regulando, expresamente, los planes municipales de vivienda para municipios de más de 20.000 habitantes, así como la financiación de las actuaciones que éstos pueden llevar a cabo en materia de promoción y gestión de viviendas sobre suelos del patrimonio municipal del suelo. Se prevé, además, la posibilidad de planes de ámbito supramunicipal para aquellos municipios que, sin llegar a los 20.000 habitantes, necesiten de un instrumento propio en materia de vivienda.

La ley propone el establecimiento de una arquitectura bioclimática y regula de forma pormenorizada el libro del edificio y la inspección técnica de los edificios. Respecto de esta última, en la disposición final primera se modifica el artículo 110 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de urbanismo, propugnando dicha inspección para evaluar el estado de conservación de los mismos.

El título IV dispone el régimen de protección pública regulando todos sus aspectos: su definición; el régimen de uso, junto a los tradicionales de venta y alquiler, contempla la posibilidad de alquiler con opción de compra; el plazo del régimen legal de protección; el valor del suelo en la promoción de viviendas; la calificación provisional y definitiva y, finalmente, el destino y ocupación de las viviendas.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia nº 31/2010, de 28 de junio de 2010.
El Pleno del Tribunal Constitucional resuelve sobre el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por 99 Diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso contra diversos preceptos de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

El fundamento jurídico 92 se refiere a la constitucionalidad del art. 149 EAC, denominado “Ordenación del territorio y del paisaje, del litoral y urbanismo”. La impugnación afecta a los apartados 2, 3.b) y 4.

La impugnación del art. 149.2 EAC denuncia la exigencia de informe de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado para “la determinación de la ubicación de las infraestructuras y los equipamientos de titularidad estatal en Cataluña”. En contra de lo manifestado por los recurrentes, que esta previsión implicaría un condicionamiento del ejercicio de la competencia exclusiva de Estado en relación con las obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma (art. 149.1.24 CE), el TC considera que esos informes se adecúan a la Constitución, aunque en este caso haya que añadir al dato de que el informe no sea vinculante la precisión de que no se emite por la Generalitat, sino por la Comisión Bilateral Generalitat-Estado, esto es, por un órgano paritario de colaboración en el que se integran representantes de ambas Administraciones, con las funciones que precisa el fundamento jurídico 115. 

Aunque sin invocar un título competencial concreto, los Diputados recurrentes impugnan el art. 149.3.b) EAC por considerar su contenido contrario a competencias estatales reconocidas en la doctrina constitucional y, significativamente, en la STC 149/1991, de 4 de julio. El art. 149.3 b) EAC atribuye a la Generalitat la competencia exclusiva de ordenación del litoral que comprende “la gestión de los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo terrestre, especialmente el otorgamiento de autorizaciones y concesiones y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, respetando las excepciones que puedan establecerse por motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de transición.” El precepto impugnado asigna, por tanto, una serie de competencias ejecutivas a la Generalitat que se proyectan sobre el dominio público marítimo terrestre, de titularidad estatal (art. 132.2 CE). Dado que la Generalitat ostenta competencias de ordenación del litoral y otras específicas (sobre puertos de competencia autonómica, instalaciones de ocio, marisqueo y acuicultura, entre otras), la competencia estatal de protección del demanio concurre con las señaladas competencias autonómicas, de modo que aquélla no resulta vulnerada. La norma estatutaria impugnada se limita a reconocer a la Generalitat las señaladas funciones ejecutivas de su competencia cuyo ejercicio expresamente se somete al respeto del “régimen general del dominio público”, lo que implica su plena sujeción a las potestades estatales, pues dicho régimen corresponde establecerlo al Estado, titular del demanio, con libertad de configuración.

Ante la invocación de los recurrentes de la STC 149/1991, de 4 de julio [FJ 7 A b)], que declaró la constitucionalidad del art. 110 de la Ley de Costas, que reserva a la Administración del Estado la concesión de las obras fijas en el mar, el TC dice que este criterio debe ser integrado necesariamente con nuestra propia doctrina sobre “lo que hemos dado en llamar la territorialidad de las competencias autonómicas”, conforme a la cual el TC ha afirmado que, si bien los puertos y la zona marítimo-terrestre forman parte del territorio autonómico, es distinto el caso del mar territorial, en el que sólo “excepcionalmente pueden llegar a ejercerse competencias autonómicas, eventualidad ésta que dependerá, bien de un explícito reconocimiento estatutario (vertidos industriales o contaminantes en aguas territoriales, salvamento marítimo …), bien de la naturaleza de la competencia tal como resulta de la interpretación del bloque de la constitucionalidad (acuicultura: STC 103/1989, de 8 de junio; ordenación del sector pesquero: STC 158/1986, de 11 de diciembre; marisqueo: STC 9/2001, de 18 de enero)” (STC 38/2002, de 14 de febrero, FJ 6). Concluye que “… no es posible descartar la existencia de obras fijas situadas en el mar que se proyecten sobre las aguas de la zona marítimo-terrestre (territorio autonómico) o sobre el mar territorial (que no tiene tal condición) y que tengan como referencia, en ambos casos, competencias de las Comunidades Autónomas en los términos estrictos antes señalados, siendo entonces legítima la previsión del precepto estatutario impugnado que atribuye la competencia ejecutiva a la Generalitat, pero sometiéndola, como reza el encabezamiento del precepto, al “régimen general del dominio público”, cuyo establecimiento corresponde al Estado, y a “las excepciones que puedan establecerse por motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de transición”, excepciones estas últimas que también deben ser fijadas por el Estado ex art. 149.1.23 CE”
Igualmente, se recurre el art. 149.4 EAC por vulnerar la competencia del Estado sobre las obras de interés general (art. 149.1.24 CE) al asignar a la Generalitat la gestión de estas obras cuando se sitúen en el litoral catalán. A este respecto, el TC rechaza la impugnación porque “… la competencia autonómica reconocida en el art. 149.4 EAC se condiciona “a lo establecido por el artículo 148” EAC, remisión que necesariamente debe entenderse efectuada a su apartado 2, que habilita la participación de la Generalitat en la planificación y programación de las obras calificadas de interés general “de conformidad con lo dispuesto en la legislación del Estado y según lo establecido en el Título V de este Estatuto”; lo que obliga a concluir que la competencia autonómica reconocida en el art. 149.4 EAC debe ejercerse también en el marco de la legislación estatal y, por lo tanto, respetando el art. 149.1.24 CE. En todo caso, como venimos diciendo respecto de otros preceptos estatutarios de similar alcance, dicha legislación del Estado habría de ser dictada, en su caso, de acuerdo con el art. 150.2 CE y con sujeción a los límites de dicho precepto constitucional”.

Concluye declarando la constitucionalidad de los tres apartados del artículo 149 del estatuto catalán impugnados.

2. TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia de 4 de mayo de 2010.

Desestima el recurso directo interpuesto contra el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, que aprobó el Código Técnico de la Edificación.

En relación con el motivo de impugnación relativo a la omisión en el procedimiento de elaboración de este código de la intervención preceptiva de diversas comisiones, como son la Comisión Permanente de Hormigón, la de Normas Sismorresistentes y la de Estructuras de Acero, así como el Consejo Consultivo de Hidrocarburos, la sentencia analiza las normas de creación de estas comisiones y considera que entre sus cometidos “no está el de intervenir con carácter preceptivo, imperativo o insoslayable en la elaboración de disposiciones de carácter general”, por lo que la convocatoria de las mismas obedecería a criterios de oportunidad. Tampoco aprecia el TS que su ausencia sea relevante, puesto que su función primordial es la coordinación entre los distintos departamentos de la Administración pública, coordinación que en este caso se ha producido. La ausencia de informe del Consejo Consultivo de Hidrocarburos viene justificada en que este RD no es desarrollo de la Ley reguladora del sector de hidrocarburos. Además añade que el hecho de que la Ley del Gobierno imponga a la Administración el deber de recabar en el procedimiento de elaboración de reglamentos “cuantos estudios y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y legalidad del texto”, no significa que se conceda una potestad enteramente libre, sino que debe regirse por el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

Respecto a la denuncia de la ausencia de comunicación de las diversas modificaciones del CTE a la Comisión Europea con carácter previo a la publicación del texto definitivo de la norma, la sentencia analiza la normativa europea en materia de información en materia de normas y reglamentaciones técnicas, su trasposición por España y la jurisprudencia del propio TS sobre vicios procedimentales en ausencia de comunicación. En cuanto a si era o no obligada la reiteración del trámite de comunicación de las modificaciones introducidas en el intervalo transcurrido entre la notificación (2004) y la aprobación final del CTE (2006), la sentencia se refiere a la Sentencia del Tribunal de Justicia Europeo de 15 de abril de 2010 y concluye que para que esas modificaciones obliguen a reiterar el trámite deben de ser, además de sustanciales, de carácter restrictivo. Concluye que no solo no se le ha impedido conocer la tramitación de la norma técnica, sino que la participación de la Comisión Europea ha sido activa, de manera que queda salvaguardado el interés comunitario.

Tampoco considera el TS que haya habido irregularidades en el trámite de audiencia.

- Sentencia de 10 de mayo de 2010.

Desestima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia de la sala de lo contencioso-administrativo del TSJ de Asturias que anuló el acuerdo municipal de aprobación definitiva de un estudio de detalle.

La sentencia de primera instancia anuló el estudio de detalle porque consideraba que el redactor del proyecto, ingeniero técnico industrial, no tenía entre sus atribuciones la redacción de instrumentos de planeamiento.

El TS, en el fundamento de derecho tercero de la sentencia, discrepa de la opinión del ayuntamiento recurrente reconociendo al estudio de detalle la misma naturaleza que al resto de los instrumentos de planeamiento, si bien de carácter secundario y subordinado a los de rango superior. Doctrina, por lo demás ampliamente reconocida por la jurisprudencia y que no deja lugar a dudas. Después de esta consideración, niega que el estudio de detalle se asimile a un proyecto de obras, con la consecuencia de que esta figura no puede subsumirse en las atribuciones profesionales que la Ley 12/1986 reconoce a los ingenieros técnicos. Al mismo tiempo añade que cuando el TRLS de 1976 y el Reglamento de Planeamiento se refieren a la expresión “facultativos con título oficial” “… evidencia el designio del legislador de no vincular la redacción y autorización de los instrumentos de planeamiento y ordenación urbana al monopolio de alguna predeterminada profesión, sino la de dejar abierta la entrada a todo título facultativo oficial que ampare un nivel de conocimientos urbanísticos que se correspondan con la clase y categoría de los proyectos que suscriba su poseedor… Ahora bien, la traslación de esa doctrina al caso concreto debe hacerse teniendo en cuenta la clase de atribuciones conferidas a cada titulación; y hemos visto que los ingenieros técnicos tienen atribuciones para la redacción de determinados proyectos de obras o de ejecución, pero no así para redactar un instrumento de planeamiento, que es algo cualitativamente distinto de un proyecto de ejecución…”

- Sentencia de 28 de mayo de 2010.

Desestima el recurso de casación nº 818/2007 interpuesto contra la sentencia de 27 de noviembre de 2.006 del TSJ de Aragón, dictada en el recurso núm. 46/05, en el que se impugna un acuerdo del Jurado de Expropiación Forzosa de Zaragoza que determinó el justiprecio de una finca afectada por el Proyecto de obras de Conexión CN-232 de Vinaroz a Santander con la Autopista A-68- Bilbao-Zaragoza, tramo Casetas.

En cuanto a la clasificación del suelo como no urbanizable, el TS considera que no se trata de una interpretación errónea de la legislación vigente, ni vulnera los criterios del legislador sobre clasificación del suelo, remitiéndose a la sentencia de 17 de noviembre de 2008 (recurso 5709/2007).

En cuanto a los criterios de valoración de los sistemas generales, el TS ha reconocido la procedencia de valorar los suelos no urbanizables destinados a sistemas generales como si de urbanizables se tratara, siempre y cuando se destinen a crear ciudad, salvo que, por reunir los requisitos señalados por el legislador, sea obligada su clasificación como urbanos , fundándose en que la implantación de servicios en la ciudad no puede hacerse a costa de propietarios singularizados, al amparo del principio de equidistribución de beneficios y cargas. A estos efectos, se refiere a varias sentencias del propio tribunal.

Por esta circunstancia, reconoce que en el caso de la expropiación de las vías de comunicación “ha tenido mucho cuidado de comprobar que se encontraban al servicio de la ciudad, incorporadas al entramado urbano, negando la aplicación sin más de aquella doctrina a las calzadas interurbanas, pues de otro modo se llegaría al absurdo de considerar urbanizable todo suelo sobre el que se proyecte establecer una vía de comunicación, incluidas las autopistas y las carreteras nacionales en toda su extensión [véanse la sentencia de 29 de abril de 2004, ya aludida, y la más reciente de 16 de junio de 2008 (casación 429/05, FJ 1º)]. Para que esta clase de infraestructuras puedan beneficiarse de la aplicación de nuestra doctrina hemos exigido que estén integradas en la red viaria local o como tal clasificadas en el plan de ordenación del municipio [sentencias de 14 de febrero de 2003 (casación 8303/98), FJ 3º, y de 18 de julio de 2008 (casación 5259/07), FJ 2º]”.
Añade que esta jurisprudencia ha sido matizada para el caso de carreteras que sirven a grandes áreas metropolitanas, debiendo tener en cuenta las peculiaridades de cada caso; razón por la cual resulta difícil hacer declaraciones generales de valor universal para todas las carreteras al servicio de conurbaciones urbanas, áreas metropolitanas o de importantes núcleos de población, pues no todas son iguales ni cumplen el mismo objetivo. Añade que una misma infraestructura “… puede, y debe, distinguirse entre unos tramos y otros, pues resulta posible que trechos de la misma sirvan para «crear ciudad» y otros, por el contrario, no”. 

Finalmente, sanciona que en el presente caso no resulta acreditado que en los terrenos objeto de expropiación concurran los requisitos jurisprudencialmente recogidos por esta Sala para su valoración como suelo urbanizable.

- Sentencia de 1 de junio de 2010.

Desestima el recurso de casación nº 2368/2006 interpuesto por Infraestructuras Ferroviarias contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Castilla-León, que estimó el Recurso Contencioso-Administrativo número 3466/1997 y anuló, por disconformidad con el ordenamiento jurídico, el Plan Especial de Reforma Interior del recinto ferroviario (recurso indirecto), el estudio de detalle de desarrollo de este PERI, el proyecto de urbanización y la licencia de obras de construcción de “Centro Vialia” en la estación de Salamanca.

El interés de esta sentencia radica en que aclara la diferencia en cuanto a contenido, procedimiento de tramitación y competencia de aprobación de los planes especiales de reforma interior y los planes especiales independientes o autónomos, como llama la sentencia.

La sentencia del TS declara no haber lugar al recurso de casación y confirma la sentencia del TSJ de Castilla-León en la que se declara probado que el PERI de la Estación de Salamanca no estaba previsto en el PGOU, en cuyo caso no se trataría de un plan especial de reforma interior sino de un plan especial autónomo, que además tenía un ámbito que excedía de los terrenos clasificados por el PGOU como sistema general ferroviario y abarcaba una plaza, calificada como sistema general de espacios libres, viario, excluyendo terrenos del sistema general para calificarlos como residenciales.

Por lo tanto, sentado que la figura de planeamiento cuestionada no era propiamente un plan especial de reforma interior concluye en denominarlo plan especial autónomo, no subordinado a la previa existencia de otros Planes Directores Territoriales o Planes Generales. Considera que estas figuras de planeamiento, según disponía el TRLS 1976, tenían prohibido clasificar suelo y su objeto no era otro que la protección, catalogación, conservación y mejora de espacios naturales, del paisaje y del medio físico y rural y de sus vías de comunicación. “En consecuencia, estos planes, según las reglas que los regulan, admiten un contenido amplio, hasta el punto de que no difiere apreciablemente, del de otras clases de Planes, si bien, claro está, dentro de la perspectiva sectorial o territorial que comprenden y con la exclusión mencionada, sobre clasificación del suelo”.

El TS se refiere para apoyar esta tesis a jurisprudencia del propio tribunal que invoca el principio de especialidad que rige las relaciones de estos planes con el resto, sin menoscabo del principio de jerarquía. 

Por esta razón, porque la aprobación definitiva de este plan especial autónomo no fue adoptada por el órgano autonómico competente sino por el Ayuntamiento de Salamanca, la sentencia de instancia (corroborado por el TS) considera que el plan especial es nulo de pleno derecho y también los actos dictados en su aplicación. 

- Sentencia de 6 de julio de 2010. 

Desestima el recurso de casación nº 4344/2006, interpuesto contra la sentencia del TSJ de la Comunidad de Madrid, que resolvió desestimando el recurso contencioso administrativo nº 967/2001 en el que se impugnaba la resolución, primero presunta y luego expresa, de la Dirección General de Ferrocarriles, que declaró la inadmisibilidad de la solicitud de reversión de unas parcelas expropiadas para la construcción de la estación de clasificación de Fuencarral.

Los recurrentes deducían la desafección tácita de los terrenos de su propiedad de la aprobación definitiva de la revisión del PGOUM de 1997, de la cesión lucrativa a terceros de los suelos expropiados y de sus aprovechamientos urbanísticos, aún reconociendo que en la fecha de solicitud de la reversión los terrenos seguían destinados al mismo fin de servicio ferroviario para el que fueron expropiados.

El fundamento tercero de la sentencia tiene interés didáctico por cuanto se refiere al derecho de reversión, su naturaleza y los presupuestos para su procedencia, examinando doctrina reiterada del TS. Manifiesta que la LEF, en su originaria redacción, prevé que el supuesto de desafección presupone la realización de la obra para la que se efectuó la expropiación y su posterior abandono, bien por desuso o por cambio de uso, en cuyo caso la afección desaparece. También reconoce la sentencia que la desafección puede ser expresa o tácita, esto es, mediante acuerdo de la Administración o bien “deduciéndose de otros acuerdos o actos que claramente impliquen dicha expresión de voluntad, y en tal sentido debe tenerse en cuenta que como hemos dicho en múltiples sentencias (entre otras la de 14 de Marzo de 2007 Rec. 10114/2003) la desafectación tácita debe deducirse de hechos que por su evidencia la revelen “correspondiendo su prueba al solicitante de la reversión por constituir esta forma de desafectación tácita una excepción a la regla general”.

Se rechaza que en el momento de la solicitud de reversión pudiera apreciarse la desafección tácita porque los terrenos expropiados continuaban afectos al fin que motivó la expropiación y seguían destinados al servicio público de la estación de Chamartín.

En el fundamento quinto de la sentencia también se hace remisión a la jurisprudencia del TS sobre los efectos de la aprobación de instrumentos de planeamiento por Administración distinta a la expropiante, así como la importancia de acudir a lo dispuesto en el instrumento de planeamiento, para concluir que “el acuerdo expreso de desafectación sólo puede dictarse por la Administración expropiante, y que la desafectación tácita no puede deducirse de la Revisión del PGOUM realizada por una Administración distinta de la expropiante. De ello son plenamente conscientes los actores, que pretenden salvar esa imposibilidad de apreciar la desafectación tácita, que hacen derivar de la modificación del Plan, reconociendo que aun cuando el Ministerio de Fomento, Administración expropiante, no tuvo ninguna intervención en la referido Revisión, posteriormente participó en un Consorcio Urbanístico tendente a fijar las directrices de desarrollo del Area de Planeamiento”, y concluye que no se ha producido vulneración de los artículos 54 de la LEF y 63 del REF.

- Sentencia de 7 de julio de 2010.

Desestima el recurso de casación nº 690/2006 interpuesto por una entidad mercantil contra la sentencia de 20 de octubre de 2005 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, que estimó el Recurso Contencioso-Administrativo número 4436/2002, interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva de un estudio de detalle y la licencia de obras derivada del mismo, anulando ambos actos, retrotrayendo actuaciones a los efectos de que conociera del asunto la Consellería de Cultura de la Xunta, en aplicación del artículo 32 de la Ley de Patrimonio Cultural de Galicia, y condena en costas.

La sentencia del TS considera que lo ventilado en el proceso afecta exclusivamente a derecho autonómico y, por esta razón, se limita a recordar la doctrina jurisprudencial consolidada acerca de la naturaleza del recurso de casación y aclara que la remisión a determinados artículos del Código Civil y de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de régimen del suelo y valoraciones, no es sino una estrategia para utilizar un precepto estatal que posibilite el acceso al recurso de casación.

Añade que el estudio de detalle, aunque como instrumento de planeamiento urbanístico tiene la consideración de disposición de carácter general, no susceptible de revisión en vía administrativa, “no impide que, sin embargo, en el concreto supuesto de autos y por las circunstancias acaecidas que hemos expuestos en este y en el anterior apartado, pueda impedir el acceso a la vía jurisdiccional”.

En cuanto a la exigibilidad de informe de la Consellería de Cultura, el TS se remite a la sentencia de instancia porque este informe se exigió en interpretación de la normativa autonómica de patrimonio cultural. En concreto, el TSJ de Galicia dijo “… Es claro que la protección de cualquier bien cultural catalogado que forme parte de cualquier conjunto histórico artístico ha de hacerse de manera integradora con la generalidad de todos los elementos arquitectónicos que pretendan introducirse en todo su entorno para analizar, valorar y coordinar los intereses contrapuestos representados por la defensa del bien cultural protegible y los propios del que pretende construir en sus proximidades, que, a veces, pueden ser limitados o disminuidos en parte en beneficio del conjunto histórico-artístico que es objeto de esa especial protección por razones de altura, tipo constructivo, mayor o menor proximidad del espacio de ocupación, clase de materiales empleados, o cualquier otra relacionada con la debida preservación de la belleza del espacio a proteger, que, en este caso, no podía ceñirse a la casa propiamente dicha sino al conjunto de la casa, terreno exterior circundante y, lógicamente, al muro de cierre que lo separaba de las propiedades contiguas, también de un valor apreciable en sí mismo por el material de piedra del que estaba compuesto, en armonía con el empleado para la construcción de la casa catalogada, por lo que, en estas condiciones, era estrictamente preceptiva en la tramitación del expediente de tal estudio de detalle la intervención de la Consellería de Cultura, por estar incluida tal edificación y el resto de los elementos que configuran esta propiedad, en cuanto bienes accesorios que forman parte de ella, en el Conjunto Histórico-Artístico de Bayona, …”, razón por la cual anula las resoluciones impugnadas y retrotrae las actuaciones al momento anterior a aquel en que se dictaron, para que la Consellería de Cultura de la Xunta de Galicia fuera informada de la actuación urbanística y pudiera dictaminar sobre las medidas protectoras y correctoras que considerara necesarias para la protección del bien catalogado.

- Sentencia de 23 de julio de 2010.

Estima el recurso de casación nº 6569/2005 interpuesto el Ayuntamiento de Mogán contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Canarias, que estimó el Recurso Contencioso-Administrativo número 1473/1999 y anuló el acuerdo de aprobación definitiva de la revisión del Plan Parcial Tauro, Sector 17 de suelo apto para urbanizar.

La sentencia del TS analiza los fundamentos de derecho de la sentencia de instancia y fija un especial interés en los antecedentes urbanístico-procesales del objeto de litigio. Aclara que aprobado definitivamente el Plan Insular de Ordenación de la isla de Gran Canaria (instrumento en el que se delimitaban áreas insulares protegidas, entre otras, el Valle de Tauro), fue anulado en vía contencioso-administrativa. Otro tanto ocurrió con la modificación puntual segunda de este PIOT, que ajustaba el ámbito, y con la modificación puntual de las normas subsidiarias de Mogán en el Valle de Tauro, si bien en este último caso la Sentencia del TS de 22 de julio de 2010 declara la legalidad de esta modificación puntual y casa la sentencia de instancia.

La sentencia del TSJ advertía que “la nulidad comporta también la de los actos que traen causa en los anteriores y resultan mera ejecución de los instrumentos de planeamiento aplicados” y, en consecuencia, anulaba el Plan Parcial objeto de casación, diciendo que “… la aprobación del plan parcial une su cobertura jurídica a la aprobación definitiva de una modificación puntual del Plan Insular que fue declarada nula por esta Sala …

No ofrece duda, por tanto, la aplicación de la doctrina de la extensión de la nulidad a actos posteriores que sean consecuencia de los declarados nulos y, por ello, disconformes con el ordenamiento, en cuanto, a este respecto, la revisión del Plan Parcial no es otra cosa que la ejecución de una Modificación Puntual del PIOT declarada nula por lo que no puede mantener su validez al margen de su causa”

Pese a esta argumentación, precisamente basándose en la sentencia de 22 de julio de 2010 que declaró la conformidad a derecho de la modificación puntual de las normas subsidiarias de Mogán del Valle de Tauro, el TS es concluyente al afirmar que los planes insulares fueron introducidos en la legislación canaria como instrumentos de rango jerárquico superior al planeamiento municipal, al que vinculaban. La anulación del PIOT supone su desaparición en el ordenamiento jurídico, concretamente desaparece el área insular protegida del Valle de Tauro y su concreta delimitación. “La desaparición de las normas, instrumentos y determinaciones de referencia … no tienen porqué implicar -al menos con el automatismo que señala la Sala de instancia- la nulidad de las Normas Subsidiarias”. Y esto es así, porque no nos encontramos en el marco de las relaciones que se dan entre el plan general y los planes de desarrollo, sino de las relaciones que surgen entre el planeamiento territorial y el planeamiento urbano. “Es cierto que el primero - …- es superior jerárquico al planeamiento municipal, incluso la ley proclama su carácter vinculante. Pero, obviamente, solo y exclusivamente, si éste existe, ya que la diferencia esencial estriba en que, así como puede existir planeamiento municipal sin la existencia del planeamiento territorial, lo que no resulta posible es la existencia de planeamiento municipal de desarrollo (Plan Parcial) sin el anterior planeamiento municipal general (Plan General de Ordenación Urbana o Normas Subsidiarias)”
Por esta razón, casa la sentencia de instancia, la revoca y desestima el recurso contencioso administrativo, deviniendo ajustado a derecho el acuerdo de aprobación definitiva de la revisión del Plan Parcial.

- Sentencia de 5 de octubre de 2010.

Examina el recurso de casación número 75/2006, interpuesto por FRANCE TELECOM ESPAÑA, S.A., contra la sentencia del Pleno de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 20 de junio de 2005 , recaída en los autos 605/2002 y sus acumulados 763/2002 y 780/2002, que estimó en parte los recurso contencioso-administrativo contra la Ordenanza Municipal sobre antenas de telefonía móvil, radio y televisión, y anuló y dejó sin efecto total o parcialmente los artículos 1, 5, 7, 8 en relación al apartado 6 del Anexo, con la excepción de la segunda condición de dicho apartado, 9, 11, 12, 15 y Disposiciones Transitorias Primera y Segunda, en cuanto establecen un procedimiento o exigen la obtención de licencia de actividad en materia de telefonía móvil, así como el artículo 14, de la mencionada Ordenanza.

El fundamento cuarto deja claro que no se ha recurrido en casación la parte de la sentencia de instancia que se refiere a la exigencia de licencia de municipal de actividad para la instalación de antenas y otros elementos de telecomunicación y recuerda cuales son las competencias atribuidas a los municipios en cuanto a la regulación de las telecomunicaciones. A tal efecto se remite a las Sentencias de 15 de diciembre de 2003 (rec. 3127/2001) y de 4 de julio de 2006 (rec. 417/2004).

Se desestima el primer motivo de casación de los recurrentes que consideraban la ordenanza nula de pleno derecho porque infringía el art. 149.1.21ª CE, en relación con los arts. 44.3, 45, 61 y 62 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, ya que no fue solicitado durante su tramitación informe del Ministerio de Ciencia y Tecnología. 

A este respecto el TS se remite a otras sentencias propias de 17 y de 18 de mayo de 2010, en las que se planteaba la exigibilidad del informe ministerial previsto en el art. 44.3 de la LOTT de 1998 y en el actual art. 26 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de las Telecomunicaciones. El TS considera que “… el elemento determinante para dilucidar si se ha de exigir el correspondiente informe, es el hallarnos ante un instrumento de planificación territorial o urbanística”, para luego aclarar que aunque la ordenanzas que regulan la instalación de infraestructuras de telecomunicación en un determinado término municipal supongan, entre otras, el ejercicio de competencias urbanísticas, no las convierte en instrumentos de planeamiento. Lo que caracteriza a los instrumentos de planeamiento territorial o urbanístico es la concreción del derecho de propiedad sobre el suelo, finalidad que no se predica de las ordenanzas reguladoras de la implantación de instalaciones de telecomunicaciones. Además, el hecho de que estas ordenanzas no establezcan una ordenación de detalle del término municipal, de implantación de instalaciones en sectores específicos, significa que se solicitará informe del Estado cuando se trate exclusivamente de hacer ciudad, objeto este último específico de los instrumentos de planeamiento.

El motivo segundo de la casación impugna el art. 10 de la Ordenanza de Silla, que establece límites de exposición al público de emisiones electromagnéticas más estrictos que la normativa estatal, a aplicar en determinadas zonas sensibles, y en particular con su apartado 2, que define como zona especialmente protegida a los efectos de la Ordenanza "cualquier zona de posible ocupación por parte de una misma persona durante un período de tiempo igual o superior a 6 horas", entre las que se incluyen, entre otros, los centros escolares y hospitalarios.

La cuestión que se plantea es si los Ayuntamientos, al establecer sus Ordenanzas reguladoras en materia de telecomunicaciones, están legitimados para establecer medidas adicionales de protección a las fijadas en el Real Decreto 1066/2001. 

El TS desestima, por razones de coherencia y de unidad de doctrina, remitiéndose a la Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (rec. 5583/2007), este motivo de casación salvo en el aspecto relativo a la delimitación como zona sensible o de especial protección, en el apartado segundo del mismo art. 10, de "cualquier zona de posible ocupación por parte de una misma persona durante un período de tiempo igual o superior a 6 horas". Sentado que los ayuntamientos tienen legitimidad para establecer límites adicionales a las medidas de protección, este grupo de zonas especialmente protegidas incluye un fuerte elemento de incertidumbre jurídica, que podría degenerar en arbitrariedad en la aplicabilidad de la norma. La misma finalidad podría haberse obtenido utilizando criterios de delimitación más previsibles y objetivos, si es que no se ha conseguido ya mediante la fijación de límites de emisión electromagnética más estrictos en los centros residenciales.

La sentencia considera ajustadas a derecho las previsiones de la ordenanza de imponer a las operadoras la utilización de tecnología que suponga menor impacto visual y ambiental. Tampoco considera contrario a derecho que se utilicen conceptos jurídicos indeterminados en diversos artículos de la ordenanza, cuya forma de aplicación desconoce el administrado y puede suponer un paso previo a la arbitrariedad administrativa, porque “En definitiva supone una técnica de expresión normativa admisible en cuanto respeta en grado suficiente el principio de seguridad jurídica, pues mediante una labor de reducción de conceptos utilizados y apreciación de las circunstancias concurrentes, habitual en la técnica jurídica, puede resolverse en cada caso si concurre o no el supuesto determinante según la previsión de la Ordenanza de la procedencia o no de otorgar o no la autorización o licencia necesaria para el desarrollo, en condiciones socialmente aceptables de una determinada actividad.

Sin embargo, y según hemos apuntado con anterioridad, esta apreciación de carácter general no es impeditiva de la necesidad de expurgar el ordenamiento jurídico de aquellos conceptos jurídicos indeterminados que, por su grado de indefinición, generen incertidumbre en el destinatario de la norma, al no ser previsible la interpretación que haya de hacerse de la norma a aplicar”.

Sobre la exigencia de presentar un programa de desarrollo con carácter previo a la obtención de licencias, ya se pronunció el TS en las sentencias de 24 de mayo de 2005 (rec. 2603/2006) y de 17 de enero de 2009 (rec. 5583/2007), que consideró que "la exigencia de un plan técnico previo para la autorización de las antenas de telefonía móvil se presenta con la finalidad de garantizar una buena cobertura territorial mediante la disposición geográfica de la red y la adecuada ubicación de las antenas y la pertinente protección de los edificios o conjuntos catalogados, vías públicas y paisaje urbano”, por lo que no considera que la exigencia sea desproporcionada.

En consecuencia con los argumentos expuestos, el TS anula la sentencia recurrida, a salvo en el punto 2 de su fallo, en razón a que en esos artículos concretos la sentencia de instancia resultó firme al no ser impugnada. Estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo y anula el párrafo del art. 10.2 que hace referencia a "cualquier zona de posible ocupación por parte de una misma persona durante un período de tiempo igual o superior a 6 horas" y la expresión "edificios ubicados en zonas emblemáticas del municipio", incluida en el punto 4.3 del Anexo.

3. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

D) ANDALUCIA

- Sentencia del TSJ Andalucía de 27 mayo 2010 (JUR 2010\329887)

Desestima el recurso contencioso administrativo interpuesto contra  una resolución del Consejero de Vivienda y Ordenación del Territorio de la Junta de Andalucía que estimó parcialmente el recurso de alzada interpuesto frente a otra resolución de imposición de una sanción de 112.950 euros de multa, reduciendo su cuantía.

El interés de esta sentencia no está tanto en el fallo, que reduce la sanción, porque la parte recurrente pretendía una valoración de la parcela (a efectos de calcular la sanción) como si se tratara de una parcelación rústica, sino en la causa que motivó esta sanción, esto es, el hecho de si se produjo o no parcelación urbanística o, en realidad, se trataba de una parcelación rústica.

El fundamento segundo de la sentencia, frente a lo alegado respecto a la vulneración del artículo 195.4 LOUA al no haberse suspendido el procedimiento sancionador hasta el procedimiento de la autoridad judicial penal por la tramitación de un supuesto delito contra la ordenación del territorio, considera que para que proceda esta circunstancia es necesario que se produzca identidad de objeto en uno y otro procedimiento y, en el presente caso, la recurso contencioso administrativo deviene de una sanción por parcelación ilegal y el procedimiento penal por construcción en suelo no urbanizable.

Frente a la alegación de que no existe parcelación ilegal, el fundamento quinto de la sentencia del TSJ aclara que los hechos acaecidos atestiguan que se ha producido una segregaciones de diversas parcelas en suelo no urbanizable y que el debate se centra en si la división de los terrenos efectuada induce a la “formación de nuevos asentamientos”, en cuyo caso habría de concluirse que estamos ante una parcelación urbanística ilegal. A esta conclusión llega el TSJ cuando dice que las parcelas segregadas fueron vendidas a distintos compradores; que las diferentes parcelas estaban divididas físicamente con vallados de malla metálica; que existían carriles de tierra, sin urbanizar y en la mayoría de las parcelas existen tomas de electricidad a pie de parcela; que en la mayoría de las divisiones realizadas se apreciaba la existencia de obras de nueva planta y/o piscinas de hormigón en diferentes fases de ejecución; que los adquirientes de las parcelas no las destinaron a labores agrícolas; y que los compradores no tenía la condición de agricultores. 

La propia sentencia considera que “la parcelación ilegal constituye un proceso en el que se suceden los actos materiales y jurídicos con clara intención fraudulenta de parcelar un terreno no urbanizable, pretendiendo la creación de una situación irreversible, demostrativa de que con los actos realizados no se pretende destinar el terreno a su uso y destino natural y obligado, rústico y agrícola; actuación que se lleva a cabo con vocación urbanística que posibilita la formación de un núcleo de población”, razones por las cuales el propio tribunal considera que no se ha vulnerado el principio de personalidad en la sanción y atribuye la responsabilidad administrativa al demandante ya que la parcelación realizada no puede entenderse sin su intervención.

P) MADRID

- Sentencia del TSJ Madrid de 18 de mayo (JUR 2010\258897)

Estima parcialmente los recursos contencioso administrativos acumulados número 267/05 y 350/05, interpuestos contra la resolución del Jurado Territorial de Expropiación Forzosa de Madrid dictada en el expediente de expropiación forzosa Sector I "Ensanche" en El Escorial. 

El TSJ de Madrid no considera que el procedimiento sea nulo de pleno derecho por vulneración del trámite de audiencia, al modificar las fichas de las fincas a expropiar sin haber dado nuevo trámite porque no considera que la falta de este trámite haya sido generadora de indefensión, acudiendo, para ello, a la doctrina legal y científica sobre nulidad de los actos administrativos.

Respecto a la incompetencia de la Comunidad de Madrid para proceder a la tramitación y aprobación del Proyecto de Delimitación y Expropiación del Sector, se remite a otra sentencia de la sala en la que ya manifestó que la competencia para la aprobación de los planes parciales era conjunta del municipio y de la Comunidad Autónoma, correspondiendo a esta última la aprobación definitiva.

En cuanto a la valoración de la finca, la sentencia se remite a los artículos 23 y 24 de la Ley 6/1998 del régimen del suelo y valoraciones para aclarar los criterios conforme a los que ha de realizarse aquélla, y aclara que las valoraciones han de entenderse siempre referidas al momento de iniciación del expediente de justiprecio, porque se trata de un procedimiento de tasación conjunta y ese será el momento para determinar los aprovechamientos urbanísticos que corresponden, que serán los correspondientes a la clasificación urbanística asignada al terreno por el planeamiento vigente en ese instante.

En aplicación del art. 27 de la Ley 6/1998 y a falta de ponencia de valores, el Jurado debe aplicar el método residual dinámico, que “tiene por objeto determinar el valor inicial del suelo como inversión inicial como precio máximo para asegurar la viabilidad del proyecto empresarial, esto es, su determinación permitirá conocer el valor de mercado de un terreno edificable como el precio más probable que en el momento de su tasación pagaría por el suelo un promotor inmobiliario que lo comprara y aprovechara su mayor y mejor uso”. Concluye que el método residual dinámico aplicado por el JEF de Madrid es el correcto, puesto que se ajustó a este artículo 27 y a los criterios de obligado cumplimiento establecido en el artículo 35 de la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas finalidades financieras.

Respecto al resto de los conceptos que los recurrentes consideran que debe incluir la valoración, tales como el coste de reposición a nuevo de la “zona urbanizada” y la depreciación de la finca en relación con la parte no expropiada., el TSJ de Madrid se remite a la jurisprudencia del TS relativa a la indemnización por demérito, cuando el particular no ha hecho uso de la posibilidad de solicitar a la Administración que extienda la expropiación a la parte de la finca no expropiada, que son dos supuestos distintos.

A este respecto, al TSJ se remite a lo dispuesto en el art. 46 de la LEF que dispone que “se incluirá en el justiprecio la indemnización por los perjuicios que se produzcan a consecuencia de la expropiación parcial de la finca”, pero no establece método alguno para calcular el monto de esa indemnización, siendo la jurisprudencia la que ha creado el método de aplicar un porcentaje cuya determinación se deja al prudente arbitrio del Tribunal, pudiendo ser los porcentajes aplicados muy variados. Para acreditar esta circunstancia se remite a varias sentencias del TS, cada una de las cuales ha aplicado un porcentaje distinto. En el presente caso se aplica un porcentaje del 20% sobre el que no cabe aplicar el 5% de afección ya que se trata de un concepto indemnizatorio que no conlleva pérdida de la finca.

Según estos criterios expuestos aumenta el valor de expropiación, que alcanza a 550587,62 euros más los intereses legales; cantidad sensiblemente inferior de la solicitada por los recurrentes, de 2.864.311'04 euros.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

· Conclusiones del Abogado General del TUE presentadas el 16 de septiembre de 2010 relativas al recurso interpuesto por la Comisión Europea contra el Reino de España por infracción de la normativa europea en materia de contratación pública en la adjudicación de los programas para el desarrollo de actuaciones integradas (PAI).
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